
I.-RECENSIONES

CONSEJO DE ESTADO: Recopilación de doctrina legal 1943-49. Publicacio-
nes del Consejo de Estado. Madrid, 1950.

Continúan apareciendo estos cuadernos de nuestro Consejo de Estado
sobre cuyo interés y utilidad ya se dio cuenta en el número 2 de esta
Revista. Con fecha de publicación de 1950, se recogen ahora los dictá-
menes más interesantes de Jos años 1948 y 1949. El sistema de confec-
ción del índice es el mismo que se ha venido utilizando en los cuadernos
anteriores, por lo que se repiten algunos de los defectos de sistemática
que ya fueron puestos de relieve en esta Revista. Así, por ejemplo, no
se ha seguido un criterio firme en lo que toca a ordenar dicho índice
según las instituciones administrativas sobre que los dictámenes versan,
la materia administrativa de los mismos, o incluso el punto de vista
subjetivo del órgano de que emanan. Se trata de tres puntos de vista
capaces de proporcionar cada uno por sí una total sistematización. Cabe
discutir cuál de ellos sea el más conveniente y útil; pero no es posible
aplicarlos simultáneamente y sin tener en cuenta lo que se hace en el
resto del trabajo. Véase si no el apartado «Junta del Colegio de Abo-
gados», en el que se contienen dictámenes relativos a la consagración del
principio de igualdad y centralización de las prerrogativas en el Estado,
de la necesidad de Ley formal para la imposición de tributos, o al prin-
cipio restrictivo que domina la interpretación de las leyes fiscales, que
a nadie se le ocurriría ir a buscar en semejante apartado.

Pero lo que queremos hoy subrayar no son los aspectos formales de
la publicación, sino el valor de la propia doctrina del Consejo de Estado
que en ella se contiene. Es posible que por primera vez en la historia
de la práctica jurídico-administrativa española nos estemos enfrentando
con una jurisprudencia (admítase esta expresión en un sentido analó-
gico) a la altura de las circunstancias. Ha ocurrido siempre que en
nuestros juristas y magistrados ha predominado normalmente la forma-
ción y la mentalidad del «ius privatista», lo cual ha sido, en parte,
debido al estado rudimentario en que se ha presentado la doctrina y
la teoría del Derecho administrativo. Pero he aquí, y esto nos causa una
verdadera satisfacción, que la publicación que comentamos, nos va a po-
ner de manifiesto que el peculiar tratamiento que exigen los problemas
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jurídico-administrativos, ha 6Ído perfectamente asimilado por la mayoría
de quienes tienen a su cargo la preparación de los dictámenes del Alto
Cuerpo consultivo.

Nos vamos a referir a continuación a algunos de los aspectos de esta
doctrina.

a) Ante todo, el Consejo de Estado aparece como un decidido defen-
sor de la legalidad administrativa, y de ese conjunto de principios que
han venido ya a hacerse clásicos en el Derecho público moderno. Esto,
en un organismo que depende de la Administración estatal y cuya
misión es asesorada, supone una visión exacta de en qué consiste el
interés de la Administración —el servicio público— y cuál es la ma-
nera de realizarlo. Los conflictos que conoce y resuelve el Derecho
administrativo no se producen entre intereses contrapuestos iguales en
calidad de que son titulares ambas partes de la relación jurídica. Una
de estas, por el contrario, la Administración, aparece como portadora
de una especie de interés, de tal forma transcendente a los egoísmos de
las partes que es suficiente a echar por tierra toda la íntima mecánica cono-
cida en las relaciones del Derecho privado. Y esto que en muchas ocasio-
nes puede acarrear como consecuencia un sacrificio dr derechos del
particular, exige en otras el sacrificio del oportunismo administrativo
en aras no sólo de derechos anteriores de particulares, sino de la consi-
deración de que ya ha sido determinado por una norma legal en qué
•consiste el interés público.

Así lo ha entendido el Consejo de Estado en sus dictámenes y justa-
mente por esto nos atreveríamos a decir que se descubre en su doctrina
un concepto institucional de la Administración pública. Nuestro Alto
Cuerpo consultivo está logrando una idea exacta de en qué consiste su
papel: defender el interés público y la buena marcha de los servicios
públicos, pero no justificar cualquier acción de los administradores.
Porque únicamente cuando se tiene conciencia de que el Derecho admi-
nistrativo ha de arbitrar no sólo la defensa de las prerrogativas de
la Administración frente a situaciones apoyadas en derechos del par-
ticular, sino la defensa también de la Administración contra los propios
administradores, se está en condiciones de comprender todas sus posi-
bilidades.

La defensa, pues, de ciertos principios clásicos del Derecho público
ee descubre en muchos de los dictámenes que componen la publicación
que examinamos.

Así, por ejemplo, en materia de contratación administrativa, el dic-
tamen de 29 de septiembre de 1948 (núm. 64 dé la publicación), recuerda
cuáles son las formalidades exigidas normalmente por la Ley de Admi-
nistración y Contabilidad de 1911 para la autorización del sistema de
concurso, oponiéndose a que se desconozcan los preceptos de tal ley,
estimando suficiente la autorización por simple Orden ministerial.
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En esta misma materia es aun más interesante el dictamen de 11 de
noviembre de 1948 (núm. 65), que al propugnar las excelencias del
sistema de subasta para la contratación administrativa frente al de ges-
tión directa, hace una interpretación del Decreto-Ley de 22 de octubre
de 1936 que suspendió provisionalmente la aplicación del capítulo V de
la Ley de Administración y Contabilidad del Estado de 1 de julio de 1911.
Se dice así en el dictamen: «Es doctrina reiterada de este Supremo
Cuerpo consultivo que aquella suspensión ha desaparecido con las cir-
cunstancias que le dieron vida. Este Consejo ha dicho en ocasiones
análogas y aun posteriormente a la publicación de aquel Decreto-Ley
que las disposiciones de la Ley de Contabilidad son garantías de los
intereses públicos y deben interpretarse restrictivamente y, enlazado con
este criterio, ha sostenido el que debe concretarse por el Ministerio en
cuál de los casos de excepción (del procedimiento normal de subasta)
está comprendida la propuesta». Se debe subrayar esta autorizada doc-
trina, ya que, si bien lia sido la seguida y aplicada casi siempre por el
Ministerio de Obras Públicas, no es la que comparten los demás Depar-
tamentos ministeriales, a pesar de que —como se dice en otro dictamen
de 6 de de octubre de 1948 (núm. 69)— «el Consejo de Estado mantiene
un constante criterio opuesto a la selección discrecional de los sistemas
de ejecución de las obras públicas realizadas al amparo de la suspensión
del capítulo V de la Ley de Contabilidad y Administración del Estado...»

La ley últimamente citada es para el Consejo de Estado una pieza
fundamental en el sistema de garantías del interés público arbitrado por
nuestro Derecho público. A su ámbito de vigencia pertenece también
la materia de la distribución de anualidades de gastos, habiéndose mani-
festado el Consejo de Estado «contra las distribuciones desproporcionadas
de los gastos públicos que afectan a varios presupuestos, para prevenir
la viciosa práctica de iniciar obras con una simbólica consignación deján-
dola gravitar de hecho sobre los presupuestos futuros» (doct. de 22 de
septiembre de 1948, núm. 82).

Hay veces en que la' práctica ministerial autorizando cánones y exac-
ciones obligatorias las más de las veces destinadas a nutrir cajas especia-
les, pone en peligro la vigencia nada menos que de uno de los principio»
básicos de nuestro Derecho vigente de que «nadie está obligado a pagar
tributos que no hayan sido establecidos con arreglo a ley votada en
Cortes» (art. 9.c del Fuero de los Españoles). En defensa de tal prin-
cipio se ha manifestado nuestro Consejo de Estado en cuantos expedien-
tes le han sido consultados. Como muestra, véase el de 13 de julio
de 1949 (núm. 119).

b) Son muchos los dictámenes en los que se descubre que nuestro
Consejo de Estado maneja una técnica jurídico-administrativa consecuen-
te con el estado actual de nuestra disciplina. En muchos casos, se mane-
jan doctrinas que no siempre se han podido aprender en los tratados
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clásicos españoles. Así, por ejemplo, un extenso y documentado dictamen
sobre materia de aguas de fecha 11 de noviembre de 1948 (núms. 2 y
siguientes) maneja el interesante principio de la administración o ges-
tión «de hecho»,-según la cual, y empleando las mismas palabras del
dictamen, «no puede negarse la actuación de un Organismo en fun-
ciones de servicio público que aunque expresamente no goce de un
reconocimiento legislativo, no esté concreta o genéricamente contra-
dicho por la existencia de otros Organismos actuantes, según el ordena-
miento positivo, porque ello implicaría producir un vacío en el cumpli-
miento de la función pública que podría atentar contra la paz o contra
el bien común».

Por cierto, que siendo mucha la doctrina aprovechable de este dic-
tamen sobre aguas a que acabamos de referirnos, nos vamos a limitar
a recordar la que se desprende de estas afirmaciones: 1.a Que la cues-
tión de propiedad de las aguas no es materia administrativa, sino de la
competencia de los Tribunales ordinarios, pero que, en tanto su decisión
no se produzca, las Juntas de Aguas, como Organismos administrativos,
son absolutamente competentes para definir su situación de poseedores-
de las aguas, pudiendo defender por acción de oficio esta posesión que,
por tanto, es invulnerable al procedimiento interdictal y, con más ra-
zón, a pretensiones de hecho de los particulares.—2.a Que la costumbre
puede ser fuente en Derecho administrativo (por ejemplo, y en el casa
del dictamen, para regular la cuantía de las multas que pueden ser
impuestas por los Jurados de Riego), y ello porque así se desprende del
art. 6.° del Código civil y de los arts. 231 y 247 de la Ley de Aguas
en cuanto consagra la per-vivencia de los regímenes histórico privativos
de las antiguas Hermandades, en tanto no se constituyen con arreglo
al modelo común.

Resplandece también la buena doctrina en otro interesante dictamen
de 13 de julio de 1949 (núm. 118) al enfrentarse con un supuesto en
que se pretende establecer «una completa intervención por parte de las
Empresas X sobre la casi totalidad de las Empresas de la Industria XX».
A este propósito, el Consejo de Estado observa el carácter privado de
las Empresas X, incluso las de propiedad estatal, por lo que no puede
reconocérsele una facultad que entrañe una superioridad pública sobre
otras Empresas igualmente privadas. Y ello como consecuencia del prin-
cipio de la igualdad entre los particulares y la centralización de Ia9
prerrogativas en el Estado.

c) Claro es que no siempre hemos de encontrarnos de completo
acuerdo con la doctrina que se contiene en los dictámenes del Consejo
de Estado. Así, por ejemplo, en materia de revisión de precios en con-
tratos de obras públicas, en que, frente a la desatención de que esta
materia ha sido objeto por parte de los tratadistas, el Alto Cuerpo
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consultivo ha llegado a formular toda una teoría, hay algunos puntos
que merecen discusión.

No creemos, por ejemplo, que la posibilidad de revisar los precios
de la contrata, conviertan el concepto clásico de la convención a riesgo
y ventura en «contratos por administración con «intermediario forzo-
so» (dictamen de 14 de octubre de 1948, núm. 178). En primer lugar,
la expresión «intermediario forzoso» es equivoca si se refiere al contra-
tista cuya vinculación a la obra tiene un origen contractual, y, por tanto,
voluntario que no desaparece con la posibilidad de revisión. Si, por el
contrario, con dicha expresión se quiere decir que la Administración
tiene que recurrir forzosamente a realizar un convenio con un interme-
diario (y así es como hay que interpretar realmente la intención del
dictamen), tampoco hay que olvidar que este convenio inicial únicamente
es revisable dentro de los límites que establece la Ley de 17 de julio
de 1945, siendo en lo demás «a riesgo y ventura». Pero es que, además,
y, en todo caso, la expresión «a riesgo y ventura» no es una nota esencial
a la idea de contrato, sino una especial cualificación de ciertos contratos
que se convierten así en prácticamente inflexibles, por esto no basta
constatar que esta cualidad se ha perdido, para concluir que el contrato
administrativo se ha convertido en una figura de gestión directa con
intermediario forzoso.

Es muy interésame también el fundamento teórico que el Consejo
de Estado ha buscado para los supuestos de revisión que permite la
Ley de 17 de julio de 1945. (Véase, por ejemplo, el dictamen de 3 de
noviembre de 1948, núms. 187 y siguientes.) El hecho de que única-
mente se permitan las revisiones de precios que sean consecuencia de
una variación en los jornales por mano de obra o en ciertos productos,
producida por Disposición administrativa, es interpretado por nuestro
Consejo en el sentido de que debe tomarse dicha disposición administra-
tiva como la causa de la revisión. Es esta la doctrina del «factum prin-
cipis» que explica la responsabilidad de la Administración como conse-
cuencia de actos propios de imperio que alteran una situación en la que
está ligada contractualmente.

IVo nos parece, sin embargo, que sea esta una interpretación adecua-
da. Baste pensar cuál es el ámbito estricto con que esta doctrina se ha
planteado en el Derecho administrativo, y Jo que ocurriría si la alteración
de precios se produjese, no como consecuencia de disposición adminis-
trativa, sino por imperativo de ley votada en Cortes. ¿Acaso sería posi-
ble negar aquí la procedencia de la aplicación de la Ley de 17 de
julio de 1945? En realidad, lo que ocurre es que actualmente se vive
en una época de intervencionismo administrativo en materia económica,
que presupone la regulación oficial de precios y jornales. Consecuencia
de este intervencionismo es la aparición, al menos con respecto a deter-
minados productos, de dos mercados paralelos, el oficial con los precios
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autorizados y el extraoficial o «negro», cuya efectiva vigencia puede *
veces ser superior a la de aquél. En estas condiciones, lo que ha querido
la Ley de 17 de julio de 1945 es señalar el módulo que ha de guiar los
precios en la revisión y que, consecuente con la política general del
Estado, había de ser el de los precios oficiales. Que esto coincida con
la vieja explicación del «factum principis», no puede dejar de ser sino
un simple azar.

Con los puntos que hemos tocado creemos que hay bastante para
darse cuenta del valor de estas publicaciones del Consejo de Estado,
cuya continuación esperamos con impaciencia, y del interés que propor-
cionan al práctico del Derecho, así como a la discusión científica.

FERNANDO GARRIDO FALLA

UNA NUEVA PUBLICACIÓN JURIDICO-ADMINISTRAT1VA ITALIANA

Ha llegado a nuestra Redacción el primer Cuaderno con que la «Ri-
vista Trimestrale di Diritto Pubblico» se ofrece a la luz pública. Nosotros,
que acabamos de nacer también, recibimos cariñosamente esta consagra-
ción de esfuerzos hermanos al cultivo del campo fecundo del Derecho
público. No formamos parte de ese público a que se refiere el profesor
ZANOBINI en la presentación de la «Rivista» que pueda maravillarse o
desconfiar ante su nacimiento, pues, conociendo como conocemos la va-
lía de la actual escuela jurídica italiana, más nos hubiese extrañado una
escasez en su producción.

Como norma fundamental de su programa, se propone la nueva
Revista la continuación de la escuela italiana de Derecho público que
fundó ORLANDO a fines del siglo pasado y que tan brillantemente ha sido
continuada por ROMANO, RANELLETTI, CAMMEO, y sus posteriores discí-
pulos. Esto quiere decir que su mayor empeño se va a centrar en un
estudio del Derecho público de acuerdo con el método jurídico y sin
admitir, con respecto a él, ningún tipo de desviaciones.

Aunque hoy día no es tan fundamental en Italia llamar la atención
sobre la imperiosa necesidad de un método jurídico para el estudio de
las cuestiones de Derecho público como lo era'en tiempos de ORLANDO
(pues más bien puede indicarse que se ha llegado a incurrir en vicios
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opuestos), no deja de tener su importancia el propósito. Ahora bien, se
ha de señalar que justamente lo que ha caracterizado a las Revistas ita-
lianas de Derecho público, tanto a las antiguas —así la «Rivista di Di-
ritto Pubblico»— como a ías actuales, es el criterio jurídico que ha
presidido el planteamiento de sus temas. La caracterización se hace
más patente si nos tomamos la molestia de compararlas con publicacio-
nes análogas de otros países. Simplemente los títulos son ya expresivos.
Así, la francesa «Revue de Droít Public», añade inmediatamente y a
continuación «et de la Science Pohtique». Así, también, nuestra REVIS-
TA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.

Conviene que nos detengamos un momento en los alcances de esta
última denominación en relación con la italiana. Por una parte, hemos
restringido deliberadamente el campo de acción que para sí toma la
«Rivista» al desechar las cuestiones relativas al Derecho constitucional.
Pero, al mismo tiempo, hemos ampliado la posibilidad de un estudio
global de la Administración pública, admitiendo sobre ella puntos de
vista no estrictamente jurídicos. Esto no quiere decir, por supuesto, un
olvido del método jurídico. Estimamos con el profesor ZANOBINI que
hoy día sería absurdo intentar construir un Derecho administrativo fuera
de los cauces de dicho método. Lo que ocurre es que al propio ius pu-
blicista interesa una consideración totalitaria de la Administración, in-
cluso para una mejor comprensión del Derecho administrativo. Se trata
•de puntos de vista auxiliares que van a enriquecer la propia considera-
•ción jurídica de lo administrativo. La ciencia del Derecho adminis-
trativo hay que construirla formalmente (pues nuestra ciencia, como la
«leí Derecho privado, exige una dogmática adecuada), pero la interpre-
tación de la Ley Administrativa y de los conflictos jurídicos intersubje-
tivos que puedan plantearse entre Administración y particular, exigen
una referencia a un concepto material, como es el del interés público o
•servicio público, que rompiendo todo molde puramente formal, echa
sus raíces en la misma vida política de la comunidad.

Puestas así las cosas, hemos de llegar a la conclusión de que la
•diferencia de propósito entre estas dos Revistas —italiana y española—
no implica necesariamente una oposición de posturas metodológicas.
Volvemos a insistir en que la estricta tarea de construir la dogmática
•del Derecho administrativo no puede llevarse a buen término sino me-
diante el método jurídico, del que los italianos se han convertido en
maestros consumados. De aquí nuestro interés por la nueva publicación
y nuestro más vivo deseo de que su vida sea tan larga como sus méritos
hacen prever.

La Redacción.
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II.-NOTICIA DE LIBROS

NATALIO C. FADDA y RUBÉN A. No-
VAIRA : Lo contencioso administrati-
vo y la jurisdicción administrativa,
en «Trabajos de Seminario», de la
Facultad de Ciencias Económicas,
Comerciales y Políticas de la Uni-
versidad Nacional del Litoral,
tomo XXII. (Año 1948), Rosario,
1950, págs. 231 a 354.

Bajo la dirección del Profesor BIEL-
SA, el Seminario de Derecho adminis-
trativo de la Facultad de Ciencias eco-
nómicas, comerciales y políticas de Ro-
sario, elabora interesantes y prácticos
trabajos que luego, periódicamente, se
van dando a conocer a través de esta
publicación. En el número aparecido
en 1950 (correspondiente a los trabajo»
de 1948) y bajo la rúbrica general Lo
contencioso-administrativo y la jurisdic-
ción administrativa, encontramos dos
trabajos de los alumnos FADDA y No-
VAIRA :

I. ¿as ideas generales sobre la insti-
tución. Necesidad de la jurisdicción (pá-
ginas 233 a 299).

Lo primero que resalta al leer e;>te
trabajo es el manejo adecuado de los
conceptos procesales, cosa nada fre-
cuente entre los administrativistas que se
dedican a estudiar los problemas con-
tencioso-administrativos, sobre todo en
el Derecho argentino; indudablemente,
aun hubiese sido posible una más de-
purada técnica, pero teniendo en cuen-
ta el estado actual de los estudios sobre

el proceso administrativo, es más que
suficiente lo alcanzado. Si entre los ad-
ministrativistas españoles que se han
ocupado de estos temas es manifiesta la
influencia de Jaime GUASP —ahí está
como muestra la tesis de LÓPEZ RODÓ,
que-no dudamos de calificar como el
más logrado de nuestros trabajos 6obre
el proceso administrativo—, entre los
•idminis'rutivistas argentinos es mani-
fiesta la influencia de ALCALÁ ZAMORA;
su monografía sobre Lo contencioso-ad-
minislrativo (publicada en Buenos Aires
en 1943) la encontramos citada una y
otra vez en cualquiera de los trabajos
que aparecen dedicados al tema. El qne
ahora publica FADDA no es ninguna ex-
cepción.

Abora bien, a pesar de la tendencia
apuntada, no se olvidan de tratar en
el trabajo los puntos que tradicional-
mente se han venido estudiando en el
cuadro de las cuestiones que ofrece el
contencioso-administrativo, como la dis-
tinción entre derecho e interés, los re-
quisitos que debe reunir una resolución
administrativa para ser impugnable en
vía contenciosa, los distintos sistemas
sobre organización de los Tribunales
que ofrece el Derecho comparado, et-
cétera.

Pero donde más se nota la tendencia
primeramente citada y los resultados al-
canzados por sn aplicación, es al abor-
dar la naturaleza del contencíoso-admi-
nistrativo, que no encontramos resuelta
por completo en las páginas que llevan
precisamente dicha rúbrica, sino des-
pués, al preocuparse el autor del pro-
blema del recurso y de la acción. Pri-
meramente se dice, analizando los tér-
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minos: «contencioso significa contien-
da, pleito, lucha de intereses controver-
tidos jurídicamente protegidos por el
poder público. Contencioso-administrati-
vo es, pues, una controversia donde in-
terviene la administración pública» (pá-
gina 246). Y luego, en las págs. 288 y
siguientes, es donde se perfila del lodo
la institución al censurar el empleo
de la expresión «recurso», ya que la
promoción de la vía jurisdiccional im-
porta siempre el ejercicio de una verda-
dera acción, recogiéndose frase de LES-
TANI, en que afirma que el recurso o la
apelación funciona entre los grados je-
rárquicos de un mismo poder, y cada
vez que se acude al poder judicial, siem-
pre que se ponga en movimiento su
actividad jurisdiccional, por razones de
actos administrativos, se dice que se
ejercita una acción contencioso-admi-
nistrativa.

Un capítulo obligado en un trabajo
argentino sobre la jurisdicción adminis-
trativa es el dedicado a la necesidad de
la misma, defendiendo la reglamenta-
ción con carácter general, siguiendo la
postura de ANDREOZZI, y examinando las
ventajas e inconvenientes de los distin
tos sistemas.

II.—Influencia de la jurisdicción con-
tenciosfl-adminislrativa en el desarrollo
del Derecho administrativo general (pá-
ginas 301 a 354).

Si el tema abordado por FADDA tiene
un indudable carácter procesal, el que
aborda NOVAIRA es de Derecho material;
sólo en la introducción y en la ter-
cera parte se tratan ternas procesales.
La necesidad de una jurisdicción con-
tencioso-administrativa, la función de
esta jurisdicción y el va!or del siste-
ma francés, señalando el carácter pre-
toriano y la función creadora del Con-
sejo de Estado, son las cuestiones exa-
minadas brevemente en la primera. La
influencia de la jurisdicción adminis-
trativa en el Derecho administrativo, se
estudia en torno a tres áspenlos fun-
damentales :

l> La teoría de la imprevisión, exa-

minándose la conocida evolución de la
jurisprudencia del Consejo de Estado
francés hasta su posición actual, en los
distintos aspectos que presenta aquella
teoría, que supone una genuina creación
de este alto organismo.

2) La forma y la competencia en los
actos administrativos. Después de bre-
ves líneas sobre la anulación de los ac-
tos administrativos, se pasa a examinar
la importancia de la forma en esta rama
del Derecho, para exponer los distintos
supuestos de irregularidades y su in-
fluencia en la eficacia del acto adminis-
trativo. Dentro de los problemas que
ofrece la incompetencia y que ha resuel-
to la jurisprudencia del Consejo de
Estado se ocupa de la usurpación de
poder, del emplazamiento de la autori-
dad inferior sobre la autoridad superior
y del emplazamiento de la autoridad
superior sobre la autoridad inferior.

3) La oportunidad de los actos ad-
ministrativos. En unas lineas previas
•c c.-iudia la relación existente entre
oportunidad y discrecionalidad, el «dé
tournement de pouvoir», para después
exponer la trayectoria seguida por la
jurisprudencia acerca del control de la
moralidad, señalándose tres periodos:
el primero, en el que no se conocía lo
que hoy llamamos el control jurisdiccio-
nal de la moralidad administrativa. El
segundo, que va de 1864 a 1905, en el
que el Consejo de Estado consideró qui-
los actos discrecionales escapaban al
recurso por exceso de poder, si bien
se va notando una eliminación progre-
siva del acto discrecional. Y el tercero,
en que a partir -]el famoso fallo «Al-
cindor» de 1 de julio de 1906, no se
exige más la condición de derechos ad-
quiridos en el recurso por exceso de po-
der y el control de la moralidad admi-
nistrativa recibe numerosas aplicacio-
nes, dando en 1907 el paso definitivo
al aceptar controlar los casos en que se
produce «error de hecho».

Este trabajo hecho a base de bibliogra-
fía francesa, no representa ninguna apor-
tación personal del autor al Derecho
administrativo. Pero supone una visión
de conjunto de los problemas plantea-
dos, digna de tenerse en cuenta.

J. G. P.
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Derecho urbanístico. Conceptos y le.
gidación. Publicación del «Instituto
de Estudios de Administración Lo-
cal». Madrid, 1950. Páginas 676.

En la presentación de la obra se jus-
tifica su razón de ser. Se dedica, espe-
cialmente, a los arquitectos e ingenieros
urbanistas. Sin embargo, puede afirmar-
se su interés para otros varios sectores.
Cuantos tengan que intervenir, cual-
quiera que sea la causa y la condición
en que actúen, en la resolución de los
problemas de la ordenación de la ciu-
dad, encontrarán un instrumento muy
valioso en la publicación a que nos re-
ferimos.

En la obra se distinguen por su con-
tenido y por su fin. tres partes:

La primera, es nn estudio magistral
del profesor PÉREZ BOTIJA sobre las
principales cuestiones de la legislación
urbanística, las causas que la promovie-
ron y la desenvuelven, y los principios
más caracterizados de las Leyes de Or-
denación Urbana de nuestras grandes
ciudades.

Al colaborador del Instituto de Estu-
dios de Administración Local, Sr. CAK-
BALLO CAABEIRO, se deben las otras dos
partes de la obra. La primera de ella
constituye una exposición sistemática de
las normas vigentes en materia de urba-
nización, que se desarrolla en cinco ca-
pítulos. En el preliminar,, se exponen
los conceptos jurídicos más frecuentes
en la legislación urbana, y los que más
o menos directamente se relacionan con
la misma; el primero, se ocupa de las
disposiciones sustantivas de carácter ge-
neral; de los planes y proyectos, trata
el segundo; de la ejecución de los pla-
nes, el tercero, y por último, de las
nuevas orientaciones en la legislación
urbanística española. En la parte ter-
cera, o sección segunda, se recogen los
textos legales con un criterio exhausti-
vo, por el siguiente orden: Disposicio-
nes de carácter general; disposiciones
que afectan a ciudades o comarcas deter-
minadas, y apéndice legislativo.

La publicación se cierra con dos índi-
ces. L'no, alfabético de autores y mate-
ria?, muy completo, y el índice general
de la obra.

Con excepción de los estudios técnicos

que en los últimos años han visto la luz,
y de los que el lector puede tener no-
ticia, así como de la bibliografía nacio-
nal y extranjera más reciente, en la in-
troducción de la obra que damos a co-
nocer, puede afirmarse que faltan entre
nosotros aquellos trabajos en que apa-
rezcan interconexionadas, como dice
SEELDRAYERS, las diferentes disciplinas
que concurren a la resolución de los
problemas propios de las Ciencias -Ad-
ministrativas y de la Administración
Pública. Entre las excepciones más des-
tacadas ha de citarse en adelante el es-
ludio del Sr. PÉREZ BOTIJA. Si su ca-
rácter de introducción a una publicación
esencialmente legal imponía ciertas li-
mitaciones, ello no ha sido obstáculo
para resumir y apuntar cuestiones que
por su naturaleza si no son extrañas al
Derecho, entran más bien en el orden
de la sociología o de la política admi-
nistrativa, pero que han de tenerse en
cuenta en las orientaciones y solucione?
de las mismas.

Este estudio ?e desarrolla a lo largo
de una serie de epígrafes que eslimamos
útil recoger, resumiendo su contenido
expositivo :

l-°j La legislación urbanística y el
Derecho administrativo.—Esta es una le-
gislación que por su elevado valor mo-
ral, interesa a todos los miembros de
la Comunidad. Las instrumentaciones
legales del urbanismo, han originado
profunda» aunque, al parecer, insospe-
chadas mutaciones ideológicas; asi, por
ejemplo, en la concepción tradicional
del derecho de propiedad. Igualmente
intensifica la acción tutelar de la fun-
ción de policía, mediante un singular
proteccionismo del medio físico. Todo
ello ha originado el transplante del
problema del área municipal a la de
la teoría general administrativa; así.
v. gr., en el orden de la estructura,
en el intervencionismo o dirigismo in-
mobiliario, en la política del suelo y
sus atributos, etc.

2.°) Concepto de legislación urbanís-
tica.—El término «urbanístico» y sus
distintas consideraciones; la ordenación
de la ciudad intensificando los poderes
de policía en aras del bien común.
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3.°) La idea de legislación antisubur-
bial.—El fenómeno del suburbio fue y
continúa siendo una de las razones de
los adversarios de la gran ciudad. De
aquí la tendencia de la política y de la
legislación urbanística hacia la elimina-
ción del hecho sociológico del suburbio,
como de su representación conceptual,
sustituyéndolo por otro término más gra-
to, y, por lo general, geográficamente
análogo, cual es el de «zona residencial
modesta»; urbanización en tono menor
de estas zonas.

4.°) Evolución del concepto de legis-
lación urbanística. De las Leyes de In-
dias a las Leyes de Ensanche.—«Ordenar
el crecimiento más que ordenar la ciu-
dad», es el principio que distingue la
línea de la evolución.

5.°) El urbanismo en el Estatuto Mu-
nicipal y sus Reglamentos. La idea de
uzoning» en el Derecho y Doctrina es-
pañoles.—El autor señala que el urba-
nismo es concebido más como problema
técnico-sanitario que político-económico
o estético-sociológico. Todavía no se lle-
ga por esta legislación a la idea de plan
de conjunto, no se percata el legislador
de la transcendencia que una adecuada
ordenación urbana puede tener en el
bienestar moral y material de la ciudad.

6.°) El «planning» en el Derecho es-
pañol.—Su idea figura implícita en el
art. 115 de la Ley Municipal de 1935;
de forma inequívoca en la de 1945, el
urbanismo se concibe como plan de con-
junto de la ciudad.

7.°) El plan de ordenación urbana no
equivale a un desequilibrio de la ciudad
en el área nacional.

8.°) El plan de ordenación urbana
como conjunción de ciencias y artes va-
rias.

9.°) El plan urbanístico como esque-
ma flexible y como plan económico-po-
lítico.—Sus condiciones principales : Cos-
te mínimo; rentabilidad máxima; estí-
mulo al desarrollo de la ciudad, y per-
turbación mínica.

10.°) Síntesis de la doctrina jurídico-

administrativo en las modernas Leyes de
Ordenación Urbana.

A) Las ordenaciones significan la
aprobación <íe un plan previamente ela-
borado.

B) Propuestas de anexión, total o
parcial de los Ayuntamientos afectados
por la reforma, o constitución de man-
comunidades voluntarias o forzosas por
los mismos.

C¡ Ejecución por los Ayuntamientos
bajo la inspección de un Comisario o
una Comisión de Urbanismo.

D) Variedad de medios de gestión de
las obras y servicios. La conexión de los
Ayuntamientos y organismos urbanísti-
cos. Las asociaciones de propietarios.

E) Revisión obligatoria de las Orde-
nanzas. «Evitar los abusos de la propie-
dad», «impedir la especulación del sue-
lo», «mejorar el ornato de la ciudad»,
«preservar las riquezas históricas», «cui-
dar asimismo de la Sanidad» y «satisfa-
cer necesidades sociales determinadas
por la convivencia».

F) Distensión de la esfera municipal.
C) Nuevo régimen del suelo. «El -í-

gimen de la propiedad inmobiliaria ;

uno de los cuatro puntos cardinales i
la legislación urbanística»... las Leyt >
urbanísticas españolas sí han de tran-
formar profundamente el que pudiéra-
mos llamar contenido económico del
dominio; afecta, en muchos casos, al
jus jruendi. y, sobre todo, al jus dispo-
nendi. Así: 1) Parcelación y reparcela-
ción de solares. Deben reunir las dimen-
siones apropiadas; se elimina la parcela-
ción privada. 21 Orden de edificación,
pero con prioridad para los servicios de
viabilidad y saneamiento. 3) Rígida cla-
sificación de los terrenos en agrícolas y
solares, distinguiendo dentro • de éstos
una seriación de categorías. 4) Régimen
específico de expropiaciones, no sólo en
cuanto a las formas o procedimientos,
extensión o alcance, sino especialmente
en cuanto a los modos de indemniza
ción. 5) Nueva tipología de servidum-
bres, tanto por su contenido, así las que
obligan a construir y por ello tienen el
carácter de servidumbres in faciendi.
como aquellas que por su temporalidad,
relatividad o carácter transitorio es dis-
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<*utible sean propiamente servidumbres
o bien simples cautelas para evitar abu-
sos financieros.

H) Nuevo régimen financiero. Afec-
tación patrimonial y especialización pre-
supuestaria. Se patrimonializan los «er-
vicios administrativos. La idea de afec-
tación de bienes aparece con el contra-
punto de la desafeclaeión. La de presu-
puesto independiente o autónomo quede
conexo con el régimen de tutela fiscal.
En cuanto a los recursos, existen alpe-
ñas diferencias y preferencias entre los
distintos medios en la Ley de Madrid y
en las de Bilbao y Valencia.

En resumen, puede decirse con el
autor que «la legislación urbanística al-
tera profundamente tradicionales institu-
ciones administrativas. La idea del do-
minio público, bienes patrimoniales cor-
porativos, servidumbres y limitaciones
del derecho de propiedad, así como mé-
todos ad hoc de organización y fiscaliza-
ción burocrática, son las aportaciones
que el jurista hace al instrumental <!<•
realizaciones de los grandes planes <!<•
transformación de las ciudades».

De lo expuesto puede deducirse la im-
portancia del estudio del Sr. PÉREZ BO
TIJA sobre el ordenamiento del urbanis-
mo en España; los valores complejo.-
que juegan en la ordenación de la ciu-
dad, cuya realización debe ofrecer, como
diría el maestro POSADA, nuevas ciuda-
des como síntesis sociológicas más re-
presentativas de la paz.

E. SERRANO CI.'IRADO.

British Government Since 1918

Londres, Alien and Unwin, 1950, pá-
ginas 233.

Se trata de una colección de mono-
grafías redactadas bajo los auspicios del
Instituto de Administración Pública de
Londres. El symposium lleva un prólo-
go de John ANDERSON y contiene los
siguientes trabajos :

CAMPION, Gilbert: Developments in
the Parlameutary System since 1918.
1918.

El antiguo Clerk de la Cámara de los
Comunes expone el desarrollo del sis-
tema parlamentario a partir del fin de
la Guerra Mundial I, deteniéndose par-
ticularmente en los años 1939 a 1945 que
demostraron la adaptabilidad y flexibili-
dad del Parlamento. Durante esos años
la oposición organizada —la más preg-
nante característica del sistema en su
normal actuación— dejó de existir.

Se da cuenta de los trabajos de la
Comisión de Procedimiento designada
en 1945. y se concluye con un curioso
dalo estadístico: en Inglaterra sólo el
39 por 100 del tiempo parlamentario
está destinado al programa propio de
legislación de! Gobierno.

CHESTRR, D. N. : Development of the
Cabinet, 1914-1949.

A pesar de que en la actuación del Ga-
binete inglés hay mucho menos secreto
hoy día que en tiempos de Lowell, y
no digamos en tiempos de Bagehot, con-
tinúa siendo hoy la parte más misterio-
sa del Gobierno británico, el templo ín-
timo, el lugar elevado en el que se
adoptan la mayor parte de las decisio-
nes políticas.

En los últimos treinta y cinco años se
advierte un incremento del número de
Departamentos como consecuencia de la
extensión de la actividad de gobierno.
Sin embargo, merced a la circunstancia
de que no todos los ministros forman
parte del Gabinete, se ha logrado que
en éste el número de miembros oscile
entre cinco y veintitrés, sin que nunca
se haya rebasado esta cifra. Se examinan
los ensayos de Gabinete reducido, de
diez, siete o cinco miembros, llevados
a cabo por Lloyd George, Churchill,
Chamberlain y Mac Dónala1, que se pro-
dujeron siempre en períodos de la más
aguda crisis nacional con una fuerte co-
alición de partidos. Detállase la orga-
nización de la Secretaría del Gabinete,
basándose en la obra de lord Mauri-
ce HANKEY, Diplomacy 6y Conferen.ee.
Lord HANKEY fue el primer secretario
del Gabinete y ocupó este puesto has-
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ta 1938, en que lo sustituyó Edward
Bridges.

Se examinan también las comisiones
existentes en el seno del Gabinete, así
como las modificaciones introducidas
por Attlée desde 1945. Según Francis
WILLUMS, se ha operado por Attlee una
revolución en la organización de Gabi-
nete, y el tradicional Gabinete de mi-
nistros iguales bajo un Primer ministro,
primus ínter pares, ha sido reemplazado
por una forma piramidal de Gobierno,
con ministros de superior categoría a otros
(Defensa, Asuntos Exteriores, Hacienda I;
obedece ello al deseo de lograr mayor
rapidez de acción y un control más cen-
tralizado de la estratégica política en
general. A juicio de CHESTER, lo que
existe es meramente una evolución en
el sistema de comisiones que funciona
dentro del Gabinete, idea anterior a
Attlee, y que indudablemente implica
un distinto plano jerárquico entre los
ministros. El sistema de comisiones es
imprescindible cuando el Gabinete está
sólo integrado de seis u ocho miembros,
como el Gabinete de Guerra, y cuando
este Cuerpo concentra la mayor parte
de su atención sobre asuntos militares.

MACKENZIE : The Structure of Central
Advünislraiion.

El profesor de la Universidad de Man-
chester desarrolla ana minuciosa expo-
sición del Report Haldane de 1918, que
ha sido el oráculo de toda una genera-
ción de reformadores administrativos,
formulando criticas muy ponderadas de
este célebre documento administrativo.
Enumera los Departamentos existentes
antes de 1914 y la flornrión subsiguien-
te, advirtiendo que la palabra ministry
no se conoce en Inglatera antes de 1914
Con la creación del Ministerio de Com-
pras o Industria (Supply) el 13 de ju-
lio de 1929 se inicia un periodo de su-
perfloración ministerial que no ha re-
mitido todavía.

HALDANE propuso una división cientí-
fica de los ministerios conforme a las si-
guientes materias: I, Hacienda; II, De-
fensa Nacional; III, Asuntos Exteriores;
IV, Investigación y Formación; V, Pro-
ducción, Transportes y Comercio;

VI, Trabajo; VII, Industria o Com-
pras: VIII. Educación; IX. Sanidad;
X, Justicia. Estos grupos teóricos ?e
han demostrado inservibles. La realidad
demuestra que en el Grupo V hay más
de diez Ministerios, mientras que en
otros apartados sólo existen uno o dos
Ministerios.

MACKEIVZIE critica el principio de HAL-
IMNE de que la distribución de funcio-
nes debe hacerse en orden a los servi-
cios que han de ser prestados más que
en consideración a los usuarios a los
que debe servirse. Si es cierto que debe
ser norma la Administración barata, no
lo es menos que hay que tender asi-
mismo a economizar el tiempo de los
usuarios, ya que existen otras personas
importantes y productivas además de
las que están al servicio del Gobierno.

RORSON : Administralive í^aw in En-
gland. 1914-1918.

El profesor de la Escuela londinense
de Ciencias Políticas y Económicas nos
brinda un chispeante resumen del giro
del Derecho Administrativo inglés en
estos últimos años. No sólo DICEV rec-
tificó a tiempo, sino que las obras de
CAKR, HEWABT, PORT, ALLEN, ROBSON,
marcan etapas que culminan en la con-
ferencia anglo-francesa organizada por
la Law Society de Londres en 1947, en-
la que los juristas ingleses confesaron
con unanimidad que existia mayor pro-
lección jurídica en Francia que en In-
glaterra, por lo que a los asuntos ad-
ministrativos se refiere.

Sin embargo, el pensamiento de DICEY
ha dejado honda huella y una prueba
de ello es la célebre confusión de Chur.
cliill «legalité» y «droit administratif»
que se puso de relieve en una sesión
parlamentaria de 1942.

Recuerda ROBSOM que la mayor parte
ríe los poderes y deberes de los Depar-
tamentos de gobierno están fijados hoy
en leyes votadas por el Parlamento. Du-
rante la guerra fue posible transferir
poderes y deberes entre ciertos Depar-
tamentos mediante órdenes adoptadas en
Consejo. Este método es ahora perma-
nente con ciertas restricciones, en virtud
de la ley sobre transferencias de fun-
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«•iones entre ministro? de la Corona
aprobada en 1947 (Ministers of the
Crown. Trasfers of Functions Act, 1947),
que autoriza laminen al Gobierno a su-
primir ministerio^ superfluos y a con-
fiar sus funciones residuales a otros De-
paríumentos.

El artículo de ROBSON. sin duda el
más interesante y extenso (7) páginas)
de todo el symposium. va sucesivamente
abordando los temas relativos a funcio-
nario-:, poderes administrativos, legisla-
ción delegada, justicia administrativa,
relarinne-; enlre el Gobierno central y
el local y control judicial de la Admi-
nistración. En esta parte examina con
detenimiento la Crown Proeeedings Act
de 1947, cuya importancia no reside
únicamente en la abolición de la inmu-
nidad de la Corona, sino que también
suprime la petición de derecho, impo-
ne a la Corona las'normas comunes re-
lativas a la propiedad, ocupación, po-
sesión, control de la propiedad, suprime
los procedimientos arcaicos usados ante
la Corona, el uso del latín, etc., etc.
Únicamente los servicios postales y las
Fuerzas Armadas (internas) han preser-
vado e incluso aumentado su inmuni-
dad respecto a la acción legal, pero en
sustancia esta ley de 1947 viene a supo-
ner que el Estado en Inglaterra, por pri-
mera vez, es legalmente responsable de
sus accione^.

de encajar en los moldes convencionales.
Son inútiles todos los intentos de clasi-
ficación ordenada de estas Corporacio-
nes. Siempre surgen nuevas especies que
no pueden ser enmarcadas en los cua-
dros o tipos conocidos. Sin embargo,
tras estas consideraciones, STREET in-
tenta una clasificación trimembre :

1.° Corporaciones reguladoras de ca-
rácter no industrial. En este grupo men-
ciona la Comisión de Caridad, la Co-
misión de Daños de Guerra creada en
1941, el Consejo de Asistencia a Para-
dos, etc.

2.° Corporaciones reguladoras de ca-
rácter industrial. Se trata de empresas
relacionadas con la Administración de
Asuntos Industriales referentes a la le-
che, trigo, carbón, electricidad, etcé-
tera, etc. Las Corporaciones de este gru-
po implican relaciones entre el Gobier-
no y la industria privada.

3.° Corporac iones administrativas.
STREET contrapone los conceptos regula-
tory y managerial. El primero caracte-
riza a los dos primeros grupos y el se-
gundo, a este último. En este. tercer
grupo figuran las Corporaciones indus-
triales y comerciales, que son el des-
arrollo constitucional (ya que no polí-
tico) de los otros dos grupos.

WAKKEN : Local Government.

STREET: Ouasi d'ovcrnmenl ¡íodies sin-
<:c 1918~

El trabajo comienza con una cita de
«Alicia en el País de las Maravillas»,
donde se afirma que las Corporaciones
semiguberaamentales son el mismísimo
demonio, son la burguesía y, lo que es
peor, el capitalismo de Estado. Afirma
STREET que las empresas semipúblicas
no son algo nuevo en la historia in-
glesa. El informe de la Comisión Hal-
dane las condenó a muerte y en los
años siguientes llegaron casi a desapa-
recer. Más adelante, con la creciente
extensión de las finalidades públicas,
los cuerpos cuasi gubernamentales se
desarrollan como flores en primavera,
con ana variedad y profusión imposibles

Se advierte un considerable traspaso
de funciones de la esfera local a la es-
fera central, especialmente bajo la for-
ma de Corporaciones públicas, c incluso
la palabra «local» va adquiriendo una
significación nueva.

La asignación de funciones al Gobier-
no local debe hacerse teniendo en cuenta
razones de índole administrativa. WA-
RREN nos ofrece un cuadro comparativo
de las funciones locales en 1918 y en
1949, deteniéndose en el examen de la
Local Government Act 1948. Se observa
la notable expansión del control cen-
tral, que va incluso más lejos que la
ayuda financiera central.

Juan GASCÓN HERNÁNDEZ.
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CKUEK, Charles : Droil Public el Vie
Economique. Presses U ni versi taires
de France. París, 1&49. 362 págs.

Aunque esta obra va fechada en 1949.
fue escrita en el periodo que media de
1944 a 1947. Se trata de un manual de
divulgación redactado con envidiable
claridad; un libro dedicado a los legos
en Derecho, en el que, después de ex-
plicar con amenidad inigualable la es-
tructura general del Estado, se analizan
las intervenciones del Estado en la vida
económica y se concluye con un estu-
dio de las garantías jurídicas de los ciu-
dadanos. Como se advierte, abórdanse
tres materias distintas, aunque fácilmen-
te conexa?, y si bien el núcleo de la
obra y la parte más extensa ,L-a la que
se dedica al estudio del Derecho admi-
nistrativo económico, no dejan de ofre-
cer interés esa especie de epitome «le
Derecho administrativo orgánico que in-
tegra la parte primera, o ese bien per-
geñado «vademécum» de la jurisdicción
administrativa francesa que constituye la
parte tercera, y en la que el autor da
muestras de su capacidad de síntesis y
de su claro enfoque de los problemas.

Si todo elogio a la amenidad expo-
sitiva y valor didáctico del libro de CE-
LIER nos parece pequeño, no podemos
decir lo mismo respecto a su utilidad
como obra de consulta o de informa-
ción. Maneja escasa bibliografía, y en
muchas ocasiones atrasada, y ocurre que
en definitiva, para estudiar la interven-
ción del Estado en la vida económica,
siguen resultando más útiles los libros
clásicos francés? do LAUFL:Vt[iL:KCM¡ O
CULLMAN, aunque, naturalmente, CEI.IKH
alcanza datos legislativos posteriores a
esas obras, y para el que desee obtener
una visión panorámica de estos proble-
mas, sea decididamente recomendable
la obra que reseñamos, en la que se
sigue una sistemática muy ceñida, pre-
sidida por un extremo rigor lógico en
la exposición.

En esta nota prescindimos adrede de
las partes 1.a y 3.a, que constituyen en
realidad a modo de introducción y com-
plemento de lo que en el título se nos
promete estudiar: la intervención del
Estado en la vida económica.

Arranca CELIER de la función econó-

mica del Estado y explaya la evolución
de la misma hasta llegar a la situación
actual, en la que el Estado interviene
como una especie de organizador gene-
ral de la producción y de la distribu-
ción. Esta situación no es sólo fruto di*
la evolución económica, sino consecuen-
cia de que la afición al riesgo y el es-
píritu de empresa, que tan vigorosamen-
te caracterizaron al siglo xix, se han
visto desplazados por un conservatismo
que enerva la acción de los detentado-
res de capitales y que estaría ocasiona-
do a una paralización total de la econo-
mía si no entraran en juego incitacio-
nes que vienen de fuera, más o menos
indirectamente, siempre del Estado.

La obligación en que el Estado se
encuentra de asumir nueva-- tareas, de-
termina una adaptación de los servi-
cios públicos que se ha operado de una
forma empírica y asistemática. Han
surgido servicio* adr.iini.itraiivos indus-
triales o comerciales, entendiendo bajo
esta rúbrica tareas de interés público
destinadas a satisfacer ora una necesi-
dad del Estado, ora una necesidad del
conjunto de ciudadanos, pero en todo
caso una labor cuya realización está
asegurada por procedimiento* análo-
gos a los que se emplean en las em-
presas industriales o comerciales.

Sostiene nuestro autor que el De-
recho de la intervención del Estado
en la vida económica es el Derecho pro-
fesional público, que se desdobla en
dos ramas: el Derecho social y el De-
recho económico. CELIER llama Dere-
cho social a lo que en España es co-
mún denominar Derecho de trabajo,
y utiliza la expresión Derecho econó-
mico para señalar el Derecho de la
economía dirigida, es decir, aquella
rama jurídica que comprende la re-
gulación de los diferentes órganos me-
diante los cuales se ejerce la dirección
<le la economía (1).

Muy interesantes son los capítulos de-
dicados al estudio de los órganos de la

(1) CELIEK, desde un punto de vista muy
distinto, demuestra idéntica preocupación por
el fenómeno económico social que campea
en el libro de Pedro Miguel GONZÁLEZ QUI-
JANO, El Derecho económico sacia]. Madrid,
S. I. P. S., 1951, 289 págs.
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política económica en los que se con-
tiene • detenida exposición de la organi-
zación y competencia de los llamados
Ministerios técnicos, así como el análi-
sis de los organismos de representación
de intereses económicos.

La Administración ejerce, respecto a
la vida económica, una acción directa
mediante la realización de tareas ad-
ministrativas que se proponen directa-
mente un fin económico, y ejerce asi-
mismo una acción indirecta a través de
la política fiscal, la política de obras
públicas, la política de mercados y la
política financiera.

Estudia CELIER el problema de la ges-
tión pública de las empresas económi-
cas pasando revista a las cuestiones de
formación del capital, organización téc-
nica y administrativa y papel asignado
a la autoridad del Estado en el seno
de la empresa.

Tras estas considcracione.i <le índole
general y comunes a toda clase de em-
presas, el autor se detiene en el estudio
de las empresas de transportes, en gra-
cia a su destacada importancia desde
los puntos de vista jurídico y econó-
mico.

Finalmente, la segunda parte del li-
bro a cuya análisis hemo.- liinit;iH<j esta
nota, concluye con un estadio muy aca-
bado de las instituciones sociales.

Juan GASCÓN HERNÁNDEZ.

Etudes et Documenti

(Publicación del Conseil d'Etat)

Fascículo núm. 3, 1949.

Esta interesante publicación del Con-
sejo de Estado francés edita, en el
año 1949, el tercero de sus cuaderno?.
Se abre con una introducción de M. RK-
NÉ CASSIN, vicepresidente del Consejo
de Estado, y se divide a continuación
en tres parles; la primera de las cua-
les viene constituida por un conjunto (!«•
estudios doctrinales; la segunda, es un
conjunto de informes sobre la actividad

y plan de trabajo de las diversas seccio-
nes del Consejo, y se agrupa en la ter-
cera parte otra serie de trabajos doctri-
nales especialmente consagrados a la
historia y a la organización de los terri-
torios do Ultramar de la Unión Fran-
cesa.

La primera parte de las antes citadas.
se inicia con dos interesantes trabajos
hasta cierto punto complementarios en-
tre sí. El primero de ellos, debido al
profesor PINTO, estudia la protección de
los derechos del hombre por los Tribu-
nales Judiciales en Francia; el segun-
do, se plantea el mismo tema, pero con
respecto ahora a las jurisdicciones ad-
ministrativas, y es su autor M. DON-
NEDIEU DE VABRES. Como señala M. CAS-
SIN en su introducción, tales temas son
tanto más interesantes si se tiene en
ruenta que la declaración de los dere-
chos del hombre, adoptada en 1948 por
la Asamblea General de las Naciom:;-
Unidas, implica —de llevarse a efecto
el pacto sobre derechos del hombre que
en ella se prevé— la exigencia de un
estudio de esta materia que ponga de
relieve el estado de la Legislación en
cada uno de los países posibles signa-
tarios del pacto. En el artículo del pro-
fesor PINTO se pone de relieve que, no
obstante ser los Tribunales Judiciales
franceses unos guardianes vigilantes d«-
los derechos patrimoniales del indivi-
duo, de su integridad corporal, de su
personalidad y de su vida privada, con
respecto a los atentados de los particu-
lares, no protegen de una manera sufi-
cientemente firme la seguridad indivi-
dual contra los errores y excesos de la>
autoridades públicas, principalmente en
lo que concierne a los arrestros arbitra-
rios y a las detenciones preventivas
abusivas. En cambio, M. DONNEDIEU DK
VABRES pone de manifiesto en su co-
rrespondiente trabajo cómo el Consejo
de Estado se ha mostrado más audaz en
su jurisprudencia contra las medidas ad-
ministrativas ilegales acordando indem-
nizaciones en caso de arrestos abusivos
o arbitrarios.

El tercer trabajo de esta sección está
constituido por una conferencia <ju<-
pronunció M. MASPETIOI. en Luxembur-
go con el título Et problema de la Ley
y sus desarrollos recientes en el Dere-
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cho público francés. El autor agrupa
una serie de observaciones sobre fenó-
menos nuevos, tales como la subordina-
ción de la Ley al Tratado Internacional,
consagrada en la nueva /Constitución
francesa; los comienzos en Francia de
un cierto control de la constitucional!-
dad de las Leyes; el esfuerzo hecho por
el legislador para fijar el dominio de
la Ley con respecto al Reglamento; et-
cétera, etc.

Continúa la publicación con un tra-
bajo de M. LEFAS sobre Las reformas
que sugiere la jurisprudencia del Conse-
jo de Estado en su sección de lo conten-
cioso. Es la revisión jurisdiccional atri-
buida al Consejo de Estado la que pone
tle relieve muchos de los vicios que ac-
tualmente aquejan a la Administración
francesa, asi como la insuficiencia de
ciertas medidas legislativas actualmente
en vigor. En sus conclusiones trata de
buscar cuáles son las materias en que
más evidentemente se impone una re-
forma.

Finalmente, acaba esta primera parte
de la Revista con un estudio estadístico
sobre la jurisprudencia del Consejo de

Estado, debido a M. DLTHELIET DE LA-
MOTHE.

Fascículo núm. 4, 1950.

La distribución de este fascículo es
análoga a la del anterior, comenzando
con una introducción de M. CASSIN y
las tres secciones habituales.

La sección de Estudios, que como
siempre es la que más interés nos ofre-
ce, contiene en primer lugar un intere-
sante trabajo sobre la posibilidad de
una crisis contemplada por el reciente
Derecho francés en el principio de la
separación de las autoridades adminis-
trativas y judiciales, poniendo de relie-
ve cómo la más reciente jurisprudencia
del Tribunal de Conflictos lia vuelto
por los fueros de este principio funda-
mental del Derecho público del Con-
tinente europeo.

A continuación, y teniendo en cuenta
la celebración del ISO aniversario del
Consejo de Estado francés, hay una se-
rie de estudios destinados al examen de
algunos de sus aspectos.

F. G. F.
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Revista crítica de Derecho inmo-
biliario.

Año XXVII, núm. 276, mayo 1951.

GONZÁLEZ PÉKEZ, Jesús: La inscrip-
ción de los bienes municipales. Pá-
ginas 361-374.

Después de examinar los preceptos de
la Ley de Régimen Local de 1950 rela-
tivos a la inscripción de los bienes de
las Entidades locales (Municipios, Enti-
dades menores, Mancomunidades y Agru-
paciones municipales, según los artícu-
los 199 y 202), y la clasificación que la
propia Ley establece de aquéllos (ar-
tículo 183). precedida en el estudio que
glosamos de una síntesis conceptual del
dominio público en contraste con la doc-
trina española y extranjera, el Sr. GON-
ZÁLEZ PÉREZ! entra de lleno en el análi-
sis crítico del régimen jurídico de la ins-
cripción de los expresados bienes en el
Registro de la Propiedad.

El principio general de que los bienes
inmuebles y derechos reales son inscri-
bibles, sin distinción de la persona in-
dividual o colectiva a que pertenezcan,
tiene su excepción no sólo en cuanto a
los de uso público, sino también res-
pecto a los de servicio público, acogidos
ambos legalinente bajo el común deno-
minador de «dominio público». Los co-
munales, que iniopran, juntamente con
los de propios, la especie jurídica de-
nominada «bienes patrimoniales», son
susceptibles de inscripción registra!.

Los requisitos subjetivos, objetivos y
formales de inmatriculación, el procedi-
miento para obtenerla y los efectos que
?urte con relación a tercero, quedan cer-
teramente puntualizados a la luz de la
Ley y del Reglamento hipotecario, mer-
ced a la trayectoria que el civilista y ad-
ininistrativista GONZÁLEZ PÉREZ señala
con paso firme y abundante bibliogra-
fía, controvirtiendo teorías y apoyándo-
le en la jurisprudencia.

Juan Ignacio BERMEJO GIRONES

Rajsegna di Diritto Pubblico.

Año VI, núms. 1-2. (Enero-abril, 1951).

PASQUALK OKI. PRETE : L'interesse a
ricórrere nel processo amministrati-
vo. Págs. 38-106.

La teoría del proceso administrativo
está pasando ahora por una fase que ya
superó la teoría del proceso civil hace
más de veinte aúos. La problemática
que aquélla tiene hoy delante lo de-
muestra de un modo palpable. Como
demuestra también que para que un ad-
riinistralivista pueda ofrecer un lógra-
lo trabajo en materia de proceso ad-

ministrativo tiene que dejar olvidada su
técnica propia y emplear la técnica que
le ofrezca la teoría general del proceso.
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Asi lo proclamó CAHNEUJITI en la re-
censión a la edición de 1937 del libro
de RANELLETTI, La guarentigie della
giustizia amministrativa, y recientemen-
te, CANNADA-BARTOLI, en la recensión a
la obra de CABBAGNATI, La giurisdizione
amministrativa. El trabajo de Pasquale
DEL PRETE es uno de los más logrados
trabajos que conocemos sobre el pro-
ceso administrativo. En él se examina,
con la más depurada técnica procesal,
los problemas que ofrece el interés a
recurrir dentro de la sistemática del
proceso administrativo, sin dejar de
preocuparse por ver si se trata de una
condición del recurso o de un presu-
puesto procesal. Para lo cual nos ofre-
ce en sus primeras páginas unas intere-
santes consideraciones acerca de las dis-
tintas concepciones, sustancial y proce-
sal, del recurso (mejor debía haberse
empleado el término acción o preten-
sión administrativa), con continuas re-
ferencias a las soluciones ofrecidas por
el proceso civil y a las imprecisiones
observadas en los administrativistas que
de una manera directa o indirecta se
han ocupado del tema.

Rivista. trimettrale di Diritto Pubblico.

Año I, núm. 1. (Enero-marzo, 1951.)

RANELLETTI, Oreste: Sulla csecuzione in
via amministrativa delle decisioni del
Consiglio di Stato e delle Giunte pro-
••inciali amministrative. Págs. 76-90.

La rica bibliografía italiana sobre
justicia administrativa se ve enriqueci-
da con este interesante trabajo de RA-
NELLETTI sobre ejecución de sentencias.
El tema ya había suscitado interés en
tre los escritores italianos, y de los múl-
tiples aspectos que ofrece se ocupa, so-
bre todo, del momento en qne surge la
obligación de ejecutar de la Adminis-
tración y el modo de llevar a cabo tal
obligación.

I. La Administración no está obliga-
da a ejecutar la decisión de los órga-
nos de la jurisdicción administrativa
desde la publicación, ya que no puede
reconocerse tal obligación a los órganos

administrativos hasta que la decisión no
ha llegado a ser definitiva e irrevoca-
ble; es decir, produce cosa juzgada (se
dedican en el trabajo unas líneas a los
conceptos de cosa juzgada formal y ma-
terial), y ningún efecto a estos fines pue-
de tener la publicación, que persigue
precisamente el dar a conocer la reso-
lución, especialmente a las partes, a ñu
de que puedan interponer los recursos
procedentes, no existiendo la obligación
de la Administración a ejecutar la de-
cisión en tanto no transcurre el plazo
para recurrir.

II. La obligación de dar ejecución a
las decisiones no puede ser una obliga-
ción absoluta. Lo juzgado tiene limites
precisos de contenido, como consecuen-
cia de los limitados poderes de los tri-
bunales ordinarios en la cognición y en
la decisión de las cuestiones.referentes
a los derechos subjetivos que se preten-
den lesionados por un acto administra-
tivo ; la condena al resarcimiento de da-
ños no sustituye y no extingue el de-
recho del titular del derecho subjetivo
lesionado a la reintegración del mismo
en forma específica. Asimismo se exa
minan los problemas de la ejecución de
las resoluciones de los recursos «di mé-
rito», afirmándose que «en la ejecución
de las decisiones de la jurisdicción ad-
ministrativa, la Administración tiene la
obligación de conformarse completamen-
te con la decisión» (pág. 89),

También se examinan brevemente los
recursos que tiene el particular contra
la actitud de la autoridad administrati-
va en materia de ejecución, especial-
mente el que, cuando no cabe recurso
jerárquico, se puede proponer al Con-
cejo de Estado en sede jurisdiccional.

PISCIONE, Piergiovanni : Verso la ri-
fortna degli istituti di giustizia am-
ministrativa. Págs. 218-236.

En tres partes se divide este intere-
sante trabajo :

I. Los proyectos de reforma, exami-
nándose sucintamente l a s principales
propuestas que se discutieron en la Co-
misión para la reforma de la Adminis-
tración, como la de crear una jurisdic-
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ción única para derechos e intereses con
la institución de un Tribunal adminis-
trativo.

II. La Constitución, exponiéndose los
principios en ella contenidos sobre jus-
ticia administrativa.

III. Y las modificaciones legislativas,
empezándose por la creación de la
VI Sección del Consejo de Estado con
funciones jurisdiccionales (D. L. 5 no-
viembre 1948), para exponer a conti-
nuación las consistentes en: la regula-
ción del modo de decisión de la de-
manda incidental de suspensión del acto
(D. L. 5 mayo 1948); la modificación
del ordenamiento del personal del Con-
sejo de Estado (L. 21 diciembre 1950),
y las referentes a la Aduana plenaria,
Corte de Cuentas y Consejo de Justicia
de Sicilia y Sección Jurisdiccional de la
Corte de Cuentas en Sicilia.

FORTINI DEL GIGLIO : Nuovi orienta-
menti in materia di controlli sugli
atti degli enti locali. Págs. 237-248.

El problema del control de los actos
de los entes locales se estudia siguien-
do esta sistemática:

1. La reforma del sistema según la
Ley de 9 de junio de 1947.

2. Las dificultades prácticas en la
aplicación de la Ley.

3. Los nuevos principios contenidos
en los artículos 125 y 130 de la Cons-
titución.

4. El proyecto de ley para la actua-
ción de tales principios.

5. Observaciones en orden a tal pro-
yecto.

J. G. P.

Deutsches Verwaltungtblatt.

Cuaderno 11, 1.° de junio de 1951.

ULE, Lüneburg : Unklagbarbeik der
Beamtenrechte? (¿Carecen de pro-
tección jurisdiccional los derechos de
los funcionarios?) Págs. 338-340.

Se refiere al artículo de WACKE en el

que se establece la tesÍ6, calificada por
el Dr. ULE de sorprendente y asombro-
sa, de que los derechos de los funcio-
narios que no 6ean de carácter estricta-
mente económico están desprovistos de
la posibilidad de acceso a la vía juris-
diccional.

Junto al procedimiento disciplinario
y al carácter vitalicio, eslima WACKE
que el criterio distintivo del funcionario
trente ai resto del personal o servido-
res públicos inside precisamente en la
imposibilidad de poder utilizar una ac-
ción para hacer valer jurisdicciorialmen-
te sus derechos.

El funcionario ligado a la Adminis-
tración por una relación jurídico pública
de fidelidad y servicio no está en con-
diciones de ejercitar acciones frente a
la Administración, sino que goza de una
mera situación objetiva.

El Dr. ULE combate en todos sus tér-
minos la tesis de WACKE. Al sentar su
afirmación, el profesor de Marburgo
confunde la protección jurisdiccional
con la protección por Tribunales civi-
les. En alguna medida puede ser cierto
que los Tribunales civiles no ampara-
rían demandas de los funcionarios que
carecieran de contenido económico, pero
no hay que olvidar que la jurisdicción
civil no es la única jurisdicción ordina-
ria, ni la acción ante los Tribunales ci-
viles es la única que puede ejercitarse,
y como más adelante veremos, estos de-
rechos quedan protegidos en la vía ju-
risdiccional administrativa.

El proyecto de Ley del Gobierno Fe-
deral sobre el Tribunal Administrativo
Federal (Bundesverwaltungsrecht) 1844
podría acaso suponer tal exclusión, pero
ha sido ya modificado en su art.. 1.a,
-ección 3.", en la que tal exclusión' po-
dría tener fundamento.

Con la introducción del principio de
la cláusula general desde 1945, la ju-
risprudencia y la doctrina de todos los
países alemanes admite .-que en los asun-
tos concernientes a problemas de fun-
cionarios que no sean dé carácter eco-
nómico están claramente comprendidos
en el ámbito de la competencia de los
Tribunales administrativos. El Dr. ULE
cita a numerosos autores en apoyo de
esta afirmación, entre ellos a W. JELLI-
N-ECK.
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En este punto es esencial la cuestión
de si ia orden de servicio —Dienstbe-
fehl—es o no un acto administrativo tie-
ne aquí una importancia decisiva. Cuan-
do un funcionario recibe una orden de
servicio no se le trata como sujeto ju-
rídico, sino como objeto de la volun-
tad común dominante. Contra las órde-
nes de servicio no existe la posibilidad
de esgrimir ninguna defensa jurídica, ni
la orden de servicio puede ser conside-
rada como acto administrativo.

Sin embargo, se ha admitido que el
funcionario puede recurrir contra el
cese, la jubilación, el traslado forzoso,
la denegación y autorización para des-
empeñar un empleo compatible, la de-
negación de licencia, etc., etc. To-
dos estos casos, que estaban previstos
en el sistema enumerativo anterior, y
otros muchos que antes no eran posi-
bles, quedan hoy admitidos, o, mejor
dicho., queda abierta para ellos la vía
del recurso administrativo, en virtud de
la consagración del principio de la cláu-
sula general.

ULE considera insostenible la tesis de
WACKE de la inaccionabiliilad de los de-
rechos de los funcionarios. Decía WAC-
KE que la privación de acción para pro-
teger los derechos inmateriales de los
funcionarios era consecuencia del carác-
ter de la relación del funcionario como
situación jurídica personal, y que esta
circunstancia aparecía a los ojos de los
interesados, no como una desventaja,
sino como una distinción. Es indudable
que al sostener esta afirmación WACKE
tenía presente esa comunión del funcio-
nario en el servicio público, esa asun-
ción que la competencia pública hace de
la actividad total del funcionario, esa
entrega casi sacerdotal del funcionario
a su función, que es uno de los rasgos
distintivos del Derecho de funcionarios
en Alemania.

Estimamos que está más en la reali-
dad él Dr. ULE al afirmar que ello po-
dría haber sido cierto en otros tiempos
y para otras relaciones, pero que el des-
arrollo de las cosas ha llevado ya muy
lejos de la situación en que el funcio-
nario podía estimar que la ausencia de
prolección jurisdiccional para sus dere-
chos constituya en verdad una distin-
ción, o, en todo caso, se tratará de una

distinción a la cual en todo momento
renunciará muy gustosamente.

J. G. H.

Schmollers Jahrbuch fúr Getetzgebun,
Verw&ltung und Volkswirtschaft.

Año 71. Cuaderno 4, 1951

WIKNKCKE, CARI- : Staat und Venval-
tung vom Techniker gesehen. Ver-
such einer Systematik der Verwal-
tung ais Funktionstheorie («Estado
y Administración vistos por los técni-
cos.» Ensayo de una sistemática de
la Administración como teoría de las
funciones.) Págs. 65-92.

Nos ofrece WIENECKE en su trabajo
una síntesis prieta y certera del pensa-
miento de ARISTÓTELES, Lorenzo von
STEIN, TAYLOH, FAYOL y KJEI.LEN en or-
den a la consideración del Estado, es-
pecialmente del Estado en función de
actividad, que, a la postre, conforme a
un pensamiento, muy extendido y de
inspiración claramente steiniana. es una
manera más amplia y definitoria de se-
ñalar a la Administración.

ARISTÓTELES en su análisis del Estado
encontraba en él 'as tareas del mismo
—objeto— y el poder del Estado —su-
jeto—. Decía Lorenzo von STEIN en el
últiipi cuarto del siglo xix que el últi-
mo litro de la política de ARISTÓTELES
no había tenido continuadores. Sostenía
que en punió a precisar cuáles fueran
las tareas del Estado, no se encontraba
después de ARISTÓTELES ningún análisis
ni ninguna filosofía. STEIN se propuso
crear una ciencia de la Administración
que clarificase las ideas fundamentales
de la Administración en sus aspectos so-
cial, económico y ético.

La ciencia política tenía que conside-
rar al Estado vivo y actuante y penetrar
en la totalidad de las fuerzas creadoras
del Estado. La ciencia de la Adminis-
tración no podía quedar relegada a un
conjunto de definiciones si no que había
de ocuparse del desarrollo de las Ins-
tituciones y conocer las situaciones, he-
chos y datos.
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Según WIENFXKE el valor inalterable
de la aportación de STEIN estriba en :

1." Haber empalmado con el método
de análisis del Estado como Entidad
viva iniciado por ARISTÓTELES, detenién-
dose en la contemplación de todas y
cada una de las actuaciones del Estado
en los diversos ámbitos de la vida, con-
forme a la concepción de los tiempos
modernob.

2." Haber conseguido desarrollar la
organización de la Administración como
síntesis derivada del análisis de las ta-
reas del Estado, y articulado mediante
esta síntesis, un sistema unitario y ar-
mónico. Pero STEIN no encontró el ca-
mino para la formación del sistema,
vinculación de objeto y sujeto (como
más adelante veremos, según WIENECKE,
esta es la aportación debida a TAYI.OR
y FAYOL). WIENECKE engloba en tres los
principios de organización que se des-
prenden de la obra de STEIN : a) Pecu-
liaridad y unitariedad de cada tarea
(distribución de materias); b) Partici-
pación de la Administración (sujeto en
el ámbito cerrado de competencia con-
gruente con las diversas tareas); c) Uni-

dad en la Administración de las diver-
sas competencias.

Recuerda WIENECKE que, a partir de
STEIN, la ciencia de la Administración
no ha sido objeto de ninguna aportación
sistemática y creadora, sino que la con-
sideración jurídica, el Derecho adminis-
trativo, ha vuelto a predominar.

El artículo de WIENF.CKE contiene a
continuación dos apartados en los que
trata de la sistemática y de la práctica.
Este último es particularmente intere-
sante y en él se exponen, en penetrante
y vivido resumen, las reformas intro-
ducidas por el Barón von STEIN a princi-
pios del siglo xix.

Cierran el trabajo éstas palabras: «Del
miemo modo que la vida, así también
la ciencia anhela el orden cuando se
ha acumulado suficiente material, ya
que el saber se convierte en ciencia en
la medida en que es un saber organi-
zado ; de otro modo, se pierde la visión
de conjunto. Síntesis y sistema son im-
prescindibles, y ocurre que en la ciencia
de la Administración faltan ambos. La
práctica necesita de ellos para obtener
un ordenamiento racional y orgánico.»

J. G. H.
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y notas de LÓPEZ RODÓ. Lib y Ed. Sucesores de Salí. Santiago, 1946.
DOMÍNGUEZ BERRUETA : Ideas y normas de Derecho administrativo. Salamanca, 1941.
GARCÍA OVIEDO : Derecho administrativo. Madrid, Suárez, 1943. Segunda edición. Se-

villa, 1948.
GASCÓN Y MARÍN : Derecho administrativo nacional. Reas, Madrid, 1940.
— Tratado de Derecho administrativo. 7.* edición, 1941; 10 edición, 1948.
ROYO VILLANOVA (Antonio!: Derecho administrativo del nuevo Estado español. Libre-

ría Santarén, Vnlladolid, 1941.
ROYO VILLANOVA (A. y S.): Elementos de Derecho administrativo. Librería Santarén.

17 edición, 1942; 22 edición, 1950.

H.—INTRODUCCIÓN

ALVAREZ GENDÍN : Idea del régimen administrativo, según Posada Herrera, en «Re-
vista de la Universidad de Oviedo», año VI, núms. 37 y 38, págs. 5 y ss.

BALLBÉ : Sistemática de Derecho administrativo. Bosch, Barcelona, 1947.
— Derecho administrativo, en «Nueva Enciclopedia Jurídica Seix», t. I. Barcelo-

na, 1950, págs. 55 y ss.
D E PEREDA UCARTE : La civilización cristiana y la noción del Derecho administrativo.

en «Revista de la Facultad de Derecho de Madrid», 1942, págs. 128 a 134.

(*! Para exponer las ohm* que se citan hemos tenido que adaptarnos a la sistemática que
se viene siguiendo por la Revista de Estudios Políticos en sus secciones de bibliografía. En la
parte de materia admini.-trativa, hemos suprimido los epígrafes correspondientes a la Adminis-
tración fiscal v laboral, dada la autonomía que han adquirido estos Derechos. La bibliografía
española de derecho fiscal se publicará independientemente en uno de los próximos números.
En cuanto al apartado '<la Administración y el Derecho», nos hemos limitado a enumerar en
éK de los trabajos de Derecho notarial y registral, aquellos en que más acentuado se encuentra
el aspecto administrativo.

No hemos incluido los artículos de aquellas Revistas dedicadas a estudiar especialmente
a la Administración en algunos de sus aspectos, y cuva enumeración se hacu al final ; única-
mente se recogen los artículos referentes a Defecho' administrativo publicados en Revistas
dedicadas a oirás materias, como la de Estudios Políticos (R. E. P.), General de Legislación
v Jurisprudencia (K. G. L. J.l, Crítica de Derecho Inmobiliario (R. C. D. I.1, de Derecho
Privado (R. D. Pr.), etc.
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GARCÍA OVIEDO: LOS orígenes del Derecho administrativo español, en «R. G. L. J.»,
t. 174 (1943), págs. 21 a 37.

GASCÓN Y MARÍN : La evolución de la ciencia jurídico-administrativa durante mi vüln
académica. Discurso de apertura del curso académico 1944-45. Universidad de
Madrid, 1944.

— Jerarquía de Lis fuentes en el Dereclio administrativo, en «Estudios Jurídico;.»,
núm. 2, papa. 111 a 23.

INSTITUTO DE ESTUDIOS DK ADMINISTRACIÓN LOCAL: Centenario de los iniciadores de
la ciencia jurídico-administrativa española. Madrid, 1944.

MARTÍNEZ USV.ROS : La teoría del abuso del Derecho en Derecho administrativo. Ma-
drid, Reus. 1947.

MESA SEGIJIIA : Don Francisco Javier tíe Hurgos y Olmo, animador del Derecho admi-
nistrativo en España durante la primera mitad del siglo XIX. en «Revista de la
Facultad de Derecho de Madrid». 1912, págs. 169 a 180.

— Labor administrativa de laticr de Burgos. Instituto de Estudio-, de Administra-
ción local. Madrid, 1946.

ROYO VILI.ANOYA (S.): Estudio y enseñanza de la Administración pública, en «Revista
de la Facultad de Derecho de Madrid», 1942. págs. 138 a 154.

SERRA PIÑAK : La junción del Derecho natural en el ordenamiento jurídico de la
Administración, en Revista «Las Ciencias», año VII, núm. 3.

SERRANO GUIRADO : Las corecterísticas de la Administración en el nuevo Estado.
Madrid. 1950.

III.—PARTE GENERAL

1.—Funcione» administrativas.

a) Policía.

CASTEJÓN" : Faltas penales, gubernativas y administrativas. Instituto de Estudios de
Administración local. Madrid, 1950.

GARCÍA OVIEDO: LO noción de policía en el nacional-socialismo ademán, en
«R. G. I.. J.», t. 174 (1943). págí. 21 a 37.

b) Fomento.

GARCÍA DE ENTERRÍA Y CARANDE: La legalidad sobre Grandezas y Títulos nobiliarios.
en «Anuario de Derecho civil», 1948.

GARRIDO FALLA : El derecho a prima en la multa por denunciu, en «R. E. P.», nú-
mero 48, págs. 121 a 136.

JOPDANA DE POZAS: Ensayo de una teoría del fomento en el Derecho administrativo,
en <,R. E. P.», núm. 48. págs. 41 a 54.

c) Servicio público.

AI.VAREZ GENDÍN : El servicio público. Su teoría juridico-administrativa. Instituto de
Esludios Políticos. Madrid, 1944.

GIRÓN TENA: LOS sociedades de economía mixta. Publicaciones del Consejo Superior
de Investigaciones Científicas. Madrid, 1942.

2.—Los sujeto»

SERRANO GUIDADO : Administrado, en «Nueva Enciclopedia Jurídica Seix», t. U, 2950,
págs. 375 a 392.
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3 . — L a * cosa t .

BAI.LBÉ : Concepto del dominio público, en «Revista jurídica de Cataluña», noviem-
bre-diciembre, 1945, págs. 25 a 73. Existe edición independiente por Bosch, Bar-
celona.

BORRLL SOLER : El dominio, según el Código civil español. Bosch, Barcelona, 1949.
CHACÓN SECOS : Retractos administrativos, en «Anales de la Academia matritense del

Notariado», t. V, 1950, págs. 173 y ss.
FERNÁNDEZ DE VELASCO : Sobre la incorporación al Código civil español de la noción

del dominio público, en «Revista de la Facultad de Derecho de Madrid», 1942,
págs. 113 a 127.

Lois ESTEVE: Teoría de la r.xpi , "irión procesal, en «R. D. Pr.», t. XXXII (1948), pá-
ginas 1098 a 1110.

UDIEFINA : Limitaciones del derecho de propiedad por razones de interés público, en
»Rtvista de la Facultad de Derecho de Madrid», 1942, págs. 113 a 127.

VILLAR PALASÍ : Un dictamen del Consejo de Estado sobre aplicación de la cláusula
«rebus sic. stantibus» en un supuesto de expropiación forzosa, en «Anuario del
Derecho Civil», t. 1, fase. II, págs. 543 a 554.

4.—Actos y contratos administrativos.

ALBÍ : Los contratos municipales. Ed. Horizonte, 1944.
Bu i lié: Acio administrativo, en «Nueva Enciclopedia jurídica Seix», I. II, 1950, pá-

ginas 294 a 306.
FERNÁNDEZ DE VELASCO : Los contratos administrativos. 2.a edición puesta al día por

GASCÓN HERNÁNDEZ y LEIRA CORLÑA. Instituto de Esludios de Administración Local.
Madrid, 1945.

GARRIDO FALLA: Actos del administrado, en «Nueva Enciclopedia jurídica Seix», t. II,
1950, págs. 312 a 327.

GASCÓN HERNÁNDEZ : Rescisión y resolución de ios confralos (iciniiin'slrniii'os, en
«R. E. P.». núm. 8, págs. 243" a 266.

GONZÁLEZ PÉREZ: La revocación por la Administración en sus actos relativos al Im-
puesto de Derechos reales, en «R. C. D. I.», septiembre 1950, págs. 580 a 593.

GONZÁLEZ QLJJANO: Ln ficción administrativa y la iniciativa privada (Función eco-
nómica de los contratos y concesiones de las Obras y Servicios Públicos), en
«Revista de la Facullad de Derecho de Madrid», 1942, págs. 191 a 199.

ROLRÍCL'EZ MOHO: La ejecutividad del acto administrativo. Instituto de Estudios de
Administración Local. Madrid, 1949.

SANAHUJA Y SOLER : Lo contratación administrativa ante iSotnrio, en «Revista de De-
recho Privado», t. XXX (.1946), págs. 806 a 822.

5.—Régimen jurídico de la Administración.

al Obras generales.

ROYO VILLANOVA (S.): Problemas del régimen jurídico municipal (Premio Calvo So-
telo 1943). Madrid, 1944.

b) Procedimiento administrativo.

a') en general.

AMORÓS RICA: El procedimiento administrativo español, en «R. G. L. J.», t. 185
(1949), págs. 724 y ss.
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BALLBÉ : La esencia del proceso. Reas, Madrid, 1947.
GASCÓN Y MARÍN : Necesidad de un Código de procedimiento administrativo, en

«R. E. P.», núm. 48, págs. 11 a 40.
LÓPEZ RODÓ : El procedimiento administrativo ere España, en «O Direito», Lisboa,

octubre-diciembre 1949.
Rovo Vir.LANOVA (S.h El procedimiento administrativo como garantía jurídica, en

«R. E. P.», núm 48, págs. 55 a 118.
VIIXAK Y ROMEMO : Derecho Procesal Administrativo. Ed. «Revista de Derecho Pri-

vado. I.1 edición, 1944; 2.a edición, 1948.

b') Régimen de los actos.

Pl SuÑER: Las notificaciones administrativas, en «Revista Jurídica de Cataluña», julio-
agosto 1946, págs. 1 a 20.

c'i Recursos.

-ALCÁZAR OLALLA : El recurso de reposición de la legislación municipal, en «Revista
General de Derecho», núms. de septiembre 1949 a enero 1950.

ALVARADO ALVARADO : El recurso de agravios. Madrid, Reus, 1950.
CASTRO RENIÑA : Reclamaciones y recursos en ha nueva ordenación de las Haciendas

Locales, conforme al Decreto de 25 de enero de 1946. Madrid, Imp. Espejo, 1946.
GASCÓN HERNÁNDEZ : El recurso de reposición, en «Revista de la Facultad de Dere-

cho de Madrid», 1942, págs. 212 a 217.
— Sobre el recurso jerárquico, en «R. E. P.», núm. 5, págs. 148 a 154.
PÉREZ HERNÁNDEZ : Naturaleza jurídica del recurso de agravios. Publicaciones del Con-

sejo de Estado. Madrid, 1950.
SERBANO GUIRADO : El concepto de personal en el recurso de agravios, en «R. E. P.»,

núm. 48, págs. 137 a 153.
VII.LAB Y ROMERO: LOS recursos de agravios en el Derecho español, en «R. G. L. J.»,

t. 183 (1948), págf. 131 a 166.
ZARZALEJOS ALTARES : El recurso de agravios. Madrid, 1950.
— Naturaleza jurídica del recurso de agravios, en «R. G. L. J.», t. 187, 1950, pá-

ginas 626 a 644.
— El recurso de agravios. Ámbito de aplicación, en «Revista General de Derecho»,

núm. 49, pág. 561; núm. 50, pág. 614.

<:) Procedimiento económico-administrativo.

ALCALÁ DEL OLMO : Legislación sobre Tribunales y procedimiento económico-adminis-
trativo. Madrid, 1946.

BALLBÉ : Naturaleza administrativa o jurisdiccional de la función que ejercen los
Tribunales en lo económico-administrativo, en «R. G. L. J.», t. 179, págs. 473 y 88.

BASCONES GASCA: Tribunales y procedimiento económico-administrativo. Legislación
fundamental. Disposiciones complementarias y Jurisprudencia. Zaragoza, 1942.

FÁBRECAS DEL PILAR : El procedimiento de las reclamaciones económico-administrati-
vas. Reus, Madrid, 1943. 2.» edición, 1950.

FENECH : Derecho Procesal Tributario. Barcelona, 1949.
Rossy y PÉREZ MOMLLO : Derecho Procesal Recaudatorio. Ed. Memphis. Barce-

lona, 1944.

d) Conflictos jurisdiccionales.

FENECH : Estudio sistemático de las llamadas cuestiones prejudiciales. Ed. «Revigu
Jurídica de Cataluña», 1945 (mayo-junio), págs. 1 a 15.
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GASCÓN HERNÁNDEZ : Justificación- del sistema español para dirimir cuestiones de com-
petencia. Asociación española para el progreso de las ciencias. Madrid, 1946.

MARTÍNEZ USEROS : Conflictos de jurisdicción, en «R. G. L. J.», t. 184 (1948), pá-
ginas 489 y ss.

VILLAR Y ROMERO : Hacia una nueva regulación legal de los conflictos jurisdiccionales.
en «R. E. P.», níim. 4, págs. 739 a 749.

— Conflictos jurisdiccionales: Orientaciones y sistemas a que responde la Ley de 17
de julio de 19ÍV, en «Revista Jurídica de Cataluña», mayo-abril, 1950, págs. 121
y siguientes.

— Conflictos jurisdiccionales negativos entre la Administración y los Tribunales ordi-
narios, en «Revista de Derecho Procesal», julio-septiembre 1946, págs. 415 y ss.

e) Contencioso-administrativo.

a\i De carácter general.

BALLBK : Cuestiones de técnica procesal administrativa, en «R. G. L. J.», 1942, pá-
ginas 89 y ss.

GARCÍA OVIEHO : Consideraciones acerca del recurso contencioso-administralivo en el
Estado totalitario, en «Revista de la Facultad de Derecho de Madrid», 1942, pá-
ginas 72 y ss.

GONZÁLEZ PÉBEZ: El proceso contencioso-administrativo argentino, en «R. E. P.»,
núm. 48, págs. 250 a 277.

ROYO VILLAISOVA (S.^: Lo contencioso-administrativo en el Estado totalitario, en
«R. G. L. J.», 1941.

SERRA PINAR : La reforma de la jurisdicción contencioso-administrativa, según la Ley
de 18 de marzo de 1944, en Revista «Las Ciencias», año XII, núm. I.

UBIEÜNA : De lo contencioso-administrativo. Snárez, Madrid, 1948.

b'l Parte general.

GUASP : El derecho de carácter administrativo como fundamento del recurso conten-
cioso-administrativo, en «Revista de la Facultad de Derecho de Madrid», abril-
septiembre, l'J40, págs. 11 a 22.

LÓPEZ RODÓ : El coadyuvante en lo contencioso-administrativo. Ed. «Revista de De-
recho Privado». Madrid, 1943.

MARTÍN RETORTIU.O : La cuantía en las demandas contencioso-administrativas, en
«Revista de Derecho Procesal», abril-jimio 1948, págs. 273 y ss.

SERRA : El recurso por desviación de Poder, en «Revista de la Facultad de Derecho
de Madrid», 1942, págs. 181 a 190.

VALLES: ¿ES competente la jurisdicción contencioso-administrativa en materia de se-
guros sociales?, en la «Revista de Der. Mere». VN.. núm. 22, julio-agosto 1942.

c') Parte especial.

CLAVERO ARÉVALO : Problemas que plantea la utilización del recurso contencioso-
objetivo por las Corporaciones municipales contra sus propios acuerdos. Sevilla,
Editorial Elce, 1950.

GASCÓN HERNÁNDEZ : El recurso contencioso-administrativo interpuesto por la propia
Administración, en «R. E. P.», núm. 7, págs. 125 a 131.

MARTÍN RETORTILLO : Lo contencioso-administrativo en la Ley de Bases de la Admi-
nistración Local, en «R. G. L. J.», t. 182 (1946), págs. 152 y ss.

RODKÍCUEZ VILLAMIL: Las resoluciones de la Administración Central y lu competencia
del Tribunal Supremo, en «R. C. D. I.». 1941, pájjs. 618 y ss., y 1942, pági-
nas 328 y ss.
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IV.-ORGANIZACIÓN

1.—En general.

GASCÓN Y MARÍN: La descentralización administrativa, en «R. G. L. J.», t. 173 1,1943),.
págs. 242 y ss.

JORDANA DE POZAS : El principio de unidad y sus consecuencias políticas y administra-
tivas, en «R. E. P.», núm. 4. págs. 621 a 640, y núm. 5, págs. 33 a 54.

— ha reforma administrativa y las revoluciones nacionales. Discurso de. ingreso el*
la Real Academia de Ciencias Morales y Polilicas. 1941.

2.—Funcionarios.

LABORDA E IBAÑEZ: El Estatuto de las Clases Pasivas del Estado y su evolución. Pró-
logo del Excnio. Sr. D. Vicente Santamaría y de Rojas. Madrid, Imp. Juan
Bravo, núm. 3, 1950.

MONTEBDE PASTOÍI : Protocolo oficial español. Ed. Aeternitas, Valencia, 1943.
DE LA VALLINA VEI.ARDE : Naturaleza jurídica de ha relación del funcionario público

con el Estado, en «Rev. de la Universidad de Oviedo. Año IX, núms. 51 y 52,
págs. 75 y ss.

RODRÍCULZ Mono: Deberes, faltas y sanciones de los funcionarios municipales. Bil-
bao, 1950.

ROYO VILLANOVA (S.): La idoneidad de los funcionarios públicos. Discurso corres-
pondiente a la apertura del curso académico 1946-47. Madrid, 1946.

3.—Esfera» administrativa*.

a) Administración internacional.

MARTÍNEZ USEROS : Naturaleza jurídica de los preceptos reguladores de la actividad
administrativa ilnernacional. Reus, Madrid, 1946.

b) Administración Central.

ALVARES GENDÍN : Contribución al estudio de la Administración estatal española en
los siglos XVI y XVII, en «Revista de la Universidad de Oviedo», «ño IX, núme-
ros 51 y 52, pá?s. 5 y ss.

CORDERO TORRES : El Consejo de Estado: su trayectoria y perspectivas en España.
Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1944.

ROYO VILLANOVA (S.): E¡ Consejo de Estado en España, en «Revista de Estudios
Jurídicos», octubre 19 U.

c) Administración local.

a') En general.

ALVAFEZ GENDÍ.N: ¿Está vigente la Ley de Bases de Régimen local?, en «Revista de
la Universidad de Oviedo», año VIII, núms. 45 y 48, págs. 5 y ss.

BERMEJO GIRONES : Derecho de entidades locales. Publicaciones del Instituto de Admi-
nistración Local. Madrid, 1949.

DE LA ROSA OLIVERA: Evolución del régimen local en las Islas Canarias. Publicacio-
nes del Instituto de Estudios de Administración Local. Madrid, 1946.
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ESTEBAN NAVARRO : La nueva ordenación económica de las Haciendas locales. Capa-
rros Ayala, Almería, 1946.

GALLEGO BURÍN : Derechos pasivos de los funcionarios locales. El Montepío general.
Publicaciones del Instituto de Estudios de Administración Local. Madrid, 1946.

— y otros: Primer puntuario de la vida local española. Imp. Marisal, Madrid. 1948.
JORDANA DE POZAS : Tendencias europeas actuales del régimen local. Madrid, 1948.
LEIRA COBEÑA : Cuadernos de Jurisprudencia. Exacciones locales. Publicaciones del

Insoluto de Estudios de Administración Local. Madrid, 1948.
Ruiz DEL CASTILLO : Estructura y función de las entidades locales, en «R. E. P.»,

núm. 16, págs. 419 a 449.

b') Administración provincial.

ALVAREZ GKNDÍN : Reforma de la Administración provincial. Oviedo, 1942.
BLANCO Y PÉREZ DEL CAMINO : Las Diputaciones Provinciales en la Ley de Bases de

Régimen Local de. l'.HS. en «Anales de la Universidad de Oviedo», 1946, pági-
nas 21 a 52.

FERNÁNDEZ DE VELASCO : El Estatuto Provincial de Calvo Sotelo. Madrid, 1942.
GASCÓN Y MARÍN : Administración provincial española y sus problemas. Madrid, 1942.
PÉREZ BOTIJA: La Provincia, en «Revista de Estudios Políticos», núm. 7, pági-

nas 131 a 139.

c'> Administración municipal.

ABELLA : Contabilidad municipal. Madrid, 1942.
ALCÁZAR OLALLA : Alcance práctico y consecuencias jurídicas de ilegalidad de los

acuerdos municipales, en «Re.v. Gral. de Der.». núm. 45, pág. 332.
ALBÍ : El corregidor en el Municipio español bajo la Monarquía absoluta. Publica-

ciones del Instituto de Estudios de Administración Local. Madrid, J.943.
ALVAREZ GENDÍN : Reforma de la Administración municipal. Oviedo, 1943.
— Contribución al estudio del Municipio en el siglo XVII. en «Anales <1<: la Uni-

versidad de Oviedo», 1946, páps. 5 a 19.
ALVAREZ DI-: TOLEDO LÓPEZ: La Autarquía municipal en la nueva Ley de Bases, en

«Anales de la Universidad de Oviedo», 1946, págs. 97 a 119.
BARRO ARHONES : Manual sobre arbitrios municipales. Madrid. 1940.
BASANTA SANTA CRUZ: El cupo definitivo de compensación municipal. Imp. Moder-

na, Cuenca, 1948.
BLANCO GARCÍA : Unas breves consideraciones sobre la Ley de ordenación de solares,

en <.R. G. L. J » , págs. 562 a 575.
BESMEJO GIRONES : Alcalde, en «Neva Ene. Jur . Seix», t. II, 1950, págs. 524 a 546
CORT: Campos urbanizados y ciudades ruralizadas. Madrid, 1941.
DÍAZ CASARIEGO : El Municipio y las Cortes en el Imperio español de Indias. Intro-

ducción a su estudio. Imp. Marsiega. Madrid, 1946.
ESCRIBANO MONJE: Derechos del Estado: veinte por ciento sobre bienes de propios;

diez por ciento de los aprovechamientos forestales y mejoras en montes de utili-
dad pública; diez por ciento sobre arbitrio municipal de pesas y medidas.

FERNÁNDEZ DE ARÉVALO : La eficacia en el tiempo de las normns sobre venta de so-
lares de la Ley de 15 de mayo de 1Q1S, en «R. G. L. J.», 1946, págs. 186 a 189.

FONT RÍVJS: Orígenes del régimen municipal de Cataluña. Instituto Nprional de Es
tudios Jurídicos. Madrid, 1947.

GALLEGO BURÍN : El secretario local. Colegio Nacional de Secretarios. Madrid, 1947
GARRIDO FALLA : Sobre el concepto de Municipio con vistas a una nueva ley de régi-

men local, en «Las Ciencias», año XIV, núm. 2. págs. 291 a 305.
GASCÓN Y MARÍN : Problemas jurídicos del urbanismo, en «Anales de la Universidad

de Oviedo».
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GIMÉNEZ LERA : Los interventores de fondos de la Administración local. Próloen de
JOKDAKA DE POZAS. Madrid, 1940.

GONZÁI EZ DIEZ : Sueldos, retribuciones extraordinarias por servicios especiales y ho-
norarios por trabajos de índole particular de los secretarios de Ayuntamiento. Im-
prenta F. Alonso. Madrid, 1947.

GONZÁLEZ GONZÁLEZ y GONZÁLEZ DÍEZ: Archivos municipales. Su organización. Ma-
drid, 1942.

ITURMENDI : El régimen municipal en los pueblos adoptados. Publicaciones de la Di-
rección General de Regiones Devastadas. Madrid, 1940.

JORDANA DE POZAS : El Estatuto municipal de Calvo Sotelo. Madrid, 1942.
MARQUÉS CARLÓ : Hacienda municipal. Ed. Rasas Bayer. Barcelona, 1946.
MARTÍN RETORTILLO : £1 Municipio rural. Bosch, Barcelona, 1950.
MCMBIELA GUITIÁN : La municipalización de servicios públicos. Inst. Est. Admón.

Local. Madrid, 1950.
NAVESO : Legislación municipal del nuevo Estado. Estudio preliminar del profesor

JORDANA DE POZAS, Madrid, 1939.
PÉREZ BOTIJA: Introducción al Derecho urbanístico español. I. E. A. C. Madrid, 1950.
Pj SUÑER : Derecho municipal, en «Nueva Enciclopedia Jurídica Seix», t. I, 1950,

págs. 725 y ES.
RIRELI.ES ORTIZ : Capacidad jurídica de los municipios para adquirir, enajenar y gra-

var bienes, según la legislación vigente, en «R. C. D. I.», 1943, págs. 368 a 377.
RODRÍGUEZ MORO: impuesto municipal de plusvalía. Imp. Casa de Misericordia, Bil-

bao, 1945.
ROYO VILLANOVA (S.): Los términos municipales y sus alteraciones. Publicaciones del

Instituto de Estudios de Administración Local. Madrid, 1947.
Ruiz ALMANSA : Análisis estadística de los municipios minúsculos de España. Insti-

tuto de Estudios de Administración Loes . Madrid, 1950.
SILVÁN : Tratado del impuesto municipal d plusvalía. Bosch, Barcelona, 1950.

d) Administración institucional.

GARRIDO FALLA : Administración indireci i rfeí Estado y descentralización funcional.
Madrid, 1950.

JORDANA DE POZAS : Las Corporaciones profesionales en el Derecho español anterior
a la Dictadura, en «Revista de la Facultad de Derecho», de Madrid, 1942, pági-
nas 19 a 61.

LÓFEZ Roiió: Corporaciones de servicio, en «R. G. L. J.», 1943, páps. 524 a 541.
PÉDEZ BOTIJA : Problemas de Administración corporativa, en «Revista de Estudio»

Políticos», núm. 7, págs. 91 a 123.
VILLAVICENCIO : Modificaciones sustantivas en la legislación de Arrendamientos ur-

banos, en «Anuario de Derecho Civil», t. II, fase. III, pág. 1.078 y ss.

el Administración colonial.

ALVAREZ GENDÍN : La Administración española en el Protectorado de Marruecos, Pla-
zas de Soberanía y Colonias de África. Madrid, 1950.

AZPIAZU : Algunas consideraciones sobre el nuevo Código de la propiedad inmueble
de África Occidental española, en «R. C. D. I.», abril 1950, págs. 257 a 267.

BALLARÍN : Organización del régimen de propiedad en África Occidental española, en
«Anuario de Derecho civil», t. III, fase. I, 1950, págs. 89 a 105.

BOLZÁ ? Ruiz DE LA FUENTE : Las administraciones territoriales en las posesiones es-
pañolas de África ecuatorial. África, 1947.

CORDERO TORRES : Tratado elemental de Derecho administrativo colonial español. Edi-
tora Nacional, Madrid, 1941.

— Consecuencias administrativas de la demografía de África española, hnp. Barra-
gán, Madrid, 1946.
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FUENTES SANCHIZ : Consideraciones so6re la futura reglamentación de la propiedad
en <?/ África Occidental española, en «Información Jurídica», núni. 62-63, 1948
págs. 77 a 100.

KRANQLEIRA : La propiedad inmueble en Marruecos como base posible dt> crédito
territorial, en t<R. C. D. I.», t. XV, 1942, págs. 391 a 405.

GÓMEZ DtRÁN: El régimen jurídico financiero colonial. Imp. Blas». Madrid, 1946.
MARINA ENCABO : La propiedad inmueble como medio eficaz de colonización en la

zona española de Marruecos, en «R. C. D. I.», 1943, págs. 45íi a 464 y 6ÍI1 a 686.
MARTÍN-GAMFRO ISLA: Régimen de la propiedad territorial en Guinea, en «R. C. I). 1.»,

tomo XXI, 1948, págs. 4X8 a 454.
MARTÍNEZ ÜSKROS : Derecho colonial, en «LNunva Enciclopedia Jurídica Seixu, t. I,

1950, pág. 351 y ss.
PEDRO SALVADOR: Consideraciones en torno al concepto de colonút. en «Cuaderno-

de Estudios africanos», 1946, núni. 4. pág. 67.

V.—MATERIA ADMLMSTRATIVA

1.—Actividad administrativa general.

Ros GIMENO : El concepto de estadística. Sucesores de Rivadene>ra. Madrid. 1944

2.—La Administración y el Derecho.

ABEJÓN : Responsabilidad, en «R. C. D. 1.», 1943, págs. 168 a 178.
GARCÍA OVIEDO : La junción notarial en la vida administrativa, en «Anales de la Aca-

demia Matritense del Notariado», t. IV, 1948, pág. 331 y ss.
GONZÁLEZ PÉKE7: Naturaleza del procedimiento registral, en «R. C. D. I.», 1949,

págs. 575 a 586.
NÍ/ÑEZ LAGOS [¥.): La reforma del Reglamento notarial, en «R. G. L. J.», t. 176

págs. 256 a 293.
VENTURA-TRAVESET: La elaboración registral del Derecho como ¡unción continuadora

y colaboradora de la notarial, en «R. G. L. J.», t. 182, 1947, págs. 723 a 738.

3.—Sanidad.

Box: Administración y legislación sanitarias. Ed. Reus. Madrid, 1940.
TBUJILI.ANO IZQUIERDO : Problemas de población y política sanitaria, en «R. E. P.»,

número 6, págs. 275 a 312.

4.—Vivienda.

AL\AREZ GENDÍN : Problemas suscitados por la guerra en materia de edificación y re-
construcción de ciudades. Oviedo, 1940.

CHAMORRO LOZANO : Legislación y normas para el funcionamiento de los servicios de
las Delegaciones locales de la Fiscalía de la Vivienda. Ed. Reus, Madrid, 1948

MUCL'RLZA OTAÑO : Estudios para un plan de mejoramiento de las viviendas humil-
des. Inst. Est. Admón. Local. Madrid, 1943.

PALANCA : Aspectos sanitarios de la reconstrucción. Publicaciones de la Dirección Ge-
neral de Regiones Devastadas y Reparaciones.
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5.—La Administración de la vida económica.

a) En general.

FORCAT RIBERA : Curso de Administración económica. Ed. Reas, Madrid, 1943.
GARDIA GONZÁLEZ y MIRA IZQUIERDO : El trigo: su economía y su legislación actual.

Imprenta de Mareiega, Madrid, 1946.
GUTIÉRREZ DEL ÁLAMO Y GARCÍA : Administración económica del Estado. Prensa Es-

pañola, 1948.
HERRERO GARRALDA : La política del carbón en España. Ediciones Aspa, 1944.
LLLCH Y CAI'DEVILA : Elementos de la Administración económica. Ed. Lux, Barcelo-

na, 1946.
MONTOJO SUREDA: La política española sobre trigo y harinas (1900-45). A Aguado,

Madrid, 1945.
POLO : El nuevo Derecho de ta Economía, en «Rev. de D. Mercantil», vol. L núro. 3,

páginas 373 a 413.

b) Agricultura y Ganadería.

CASAI.S COI.LDECARRERA: Derecho agrario, en «Nueva Enciclopedia jur. Seix», t. I.
1950, pág. 123 y ss.

DELCADO: LOS Pósitos agrícolas. I. E. A. L., Madrid, 1947.
DEL R í o : El crédito agrícola en España, en «R. C. D. 1.», 194", págs. 370 a 393

y 542 a 556.
GARRICLES : El crédito agrícola. Junta Nacional de Hermandades, 1948.
GONZÁLEZ PÉIIEZ : La colonización en zonas reglables. La Ley de 21 de abril de ¡949,

en «R. E. P.». núm. 48, págs. 154 a 167.
INSTITUTO EDITORIAL RELS : Régimen legal de las vins pecuarias. Disposiciones le-

gales... Antecedentes históricos. Comentarios y formulario. Madrid, 1949.
MONTERO Y G. DE VALDIVIA : Modernas orientaciones de. ¡a colonización agraria en

España, en « A n u a r i o d e D e r e c h o C i v i l » , t . I I , f a j e . I I I , p á g s . 1 .078 a 1 . 1 1 6 .

el Industria.

AMOHÓS RICA: LOS beneficios fiscales en bis empresas del Instituto Nacional de In-
dustrias, en «R. D. P . B , julio-agosto 1950. pág». 624 a 628.

BORRELL ^ MAIDA: Instalación y modificación de industrias (Comentarios al Decreto
de 8 de septiembre de 1939). Barcelona, 1943.

DATÍ.N GALLEGO : Antecedentes para el estudio de la higiene industrial en España.
en «Ruv. de Sanidad e Higiene Pública», núm. 4 I julio-agosto 1940), separata.

di Comercio.

CANOSA: Banca. Moneda, Crédito. Disposiciones del período de guerra. 2.a edición.
Madrid, 1939.

— Disposiciones dictadas desde 19 de febrero de 1941 a 27 de marzo de 1942. Ma-
drid, 1941.

RONZANO BARROSO: Régimen de Aduanas y Comercio exterior de la Zona española
de Marruecos. Ed. Tánger, Tánger, 1939.

UBIERNA ELSA : Hégimen legal de la moneda extranjera. Madrid, 1942.
ViLi.AStCA Y MAHCKL.- La Banca central y el Estado. Boscb. Barcelona, 1947.
VILLASANTE CEBRIÁN : El control de divisas en Espuña. Ed. Verdad, Madrid, 1943.
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6.—Propiedades especiales.

â  Aguas.

C E K P I M O : Aguas, en «Nueva Enciclopedia jurídica Seix», t. II, 1950, págs. 498 a 514.
GAY I>E MONTEI.LA Y MASTO ESCOFET : Tratado de legislación de aguas públicas y pri-

vadas. Edición segunda, 1949. Bosch, Barcelona.
PAZ M O N T O J O : Legislución de aguas. Góngora, Madrid, 1948.

b) Minas.

ALCÁNTARA SAMPEI.AYO: ¿7 proyecto de nueva Ley de Minas, en «R. D. Priv.», 1944.
pá?s. 526 a 537.

ALVAREZ GEXM'.N: Naturaleza pública del dominio minero (Problemas jurídico-priva-
rios que plantea la transmisión de concesiones). En «Anales de la Academia Matri-

tense del Nolariado». t. IV, 1948, págs. 407 a 446.
— Teoría jurídica sobre la propiedad minera. Oviedo, 1942.
MARTÍNEZ I'SEROS: EL intervencionismo estatal y las concesiones de Minas, ei<

«R. G. L. J.». t. 183 (1948), pág. 633.
PALLARDO PEINADO : Aplicación de la nueva Ley de Minas de 19 de julio de 1944.

Gráficas Reunidas, Madrid, 1944.
ROYO VILLANOW (S.): Consideraciones sobre la naturaleza jurídica de la concesión

minera, en Revista «Las Ciencias», t. VII, núm. 3.

c.i Montes.

GONZÁLEZ PÉREZ : El proceso del art. 41 de la Ley Hipotecaria y los «montes pú-
blicos catalogados», en «R. C. D. I.», enero 1950, págs. 30 a 42.

MARTÍN RETORTILLO : La posesión en montes públicos, en «R. G. L. J.», t. 174 (1943),
págs 270 a 292.

— Cuestiones jurídico-fiscales sobre los montes de tos pueblos. Bosch, Barcelo-
na, 1944.

di Propiedad intelectual e industrial.

a') Propiedad intelectual.

DÍAZ DE VELASCO : Concesión y nulidad de patentes de invención. Edit. «Revista de
Derecho Privado», 1944.

FOHNS : Temas de propiedad intelectual. Fuerza obligatoria del registro, en «Revistí
de Derecho Privado», 1944, págs. 642 a 647.

— El carácter inmaterial de. las creaciones literarias y artísticas, en «R. D. Priv»,
1949, págs. 37 y ss.

— Nuevo concepto jurídico de la edición, en i;R. C. D. I.», 1950, págs. 391 a 397.
— El «Copyright» americano y la protección de las obras españolas. Nuevo régimen

de registros, en «R. D. Priv.», 1950, págs. 694 a 706.
GIMÉNEZ BAYO y RODRÍGUEZ ARIAS BUSTAMANTE : La propiedad intelectual. Editorial

Rcus, Madrid, 1949.
PÉREZ SERRANO : El dv.reclw moral de los autores, en «Anuario de Derecho Civil».

t. II. fascículo 1, págs. 7 a 27.
RODRÍCUEZ ARIAS : Naturaieza jurídica de los derechos intelectu/iles, en «Revista de

Derecho Privado», 1949. págs. 747 y ss., y 830 y ss.
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b") Propiedad industrial.

DÍAZ DE VELASCO : El Registro de la propiedad industrial, en (Rev. Der. Mer.», vol I,
núm. 1, 1946, págs. 123 y ss.

•— Las denominaciones «genéricas"», «descriptivas» o «necesarias» en la creación de
marcas de fábrica y de comercio, en «Rev. Der. Mere», vol. I, núm. 1, 1946,
págs. 331 y ss.

—• ¿Serán erratas de imprenta? (Examen crítico del Decreto de 26 de diciembre
de 1947 por el que se modifica el Estatuto vigente), en «Rev. Der. Mere», vol. IV,
págs. 411 y ss.

MASCAREÑAS : Notas sobre los diversos «textos» del Estatuto sobre propiedad industrial,
en «Rev. Der. Mere», vol. II, págs. 275 y ss.

— El «Copyright» americano y la protección de las obras españolas. Nuevo régimen
de Registros, en «Rev. Der. Priv.», septiembre 1950, págs. 694 a 706.

7.—Asistencia social.

BADANES GASSET: Legislación de beneficencia particular. Bosch. Barcelona, 1949.
GARÍN MARTÍ : El ahorro, las Cajas de Ahorro y los Montes de Piedad. Sus notas

características y vicisitudes históricas. Imp. Doménech, Valencia, 1941.
GASCÓN Y MARÍN : De la beneficencia al seguro. Publicaciones del Instituto Nacional

de Previsión. Madrid, 1944.
SERRANO (Ignacio); Comentario al Decreto de 12 de diciembre de 1947 del Ministe-

rio de Asuntos Exteriores, creando el protectorado de los establecimientos bené-
¡icos españoles en el extranjro, en «Anuario de Derecho Civil», t. I, fascículo II
págs. 521 a 534.

SERRANO GUIRAOO : El seguro de enfermedad y sus problemas. Inst. Est. Políticos.
Madrid, 1950.

8.—Abastecimientos.

Esi'UNY GÓMEZ : Legislación de Abastos. Bosch, Barcelona, 1942.
FUENTES IRUROZQLI: Abastecimientos, Tasas, Racionamientos. Madrid, 1942.
LÓPEZ RODÓ : Intervencionismo administrativo en materia de subsistencias, en el

«Bol. de la Fac. de Derecho de la Univ. de Coimbra», vol. XX, núm. 1.
MÁRQUEZ AZCÁRATE y JIMÉNEZ ASENJO : Delitos contra el régimen legal de abasteci-

mientos. Ed. Jordán, Madrid, 1947.
VIRGOS ORTIZ : La Comisaría General de Abastecimientos, en «Anales de la Univer-

sidad de Oviedo», 1946, págs. 145 a 187.

9. Comunicaciones.

BONET RAMOS: Derecho radiofónico, en «R. G. L. J.», i. 171 (1942), págs. 149 a 164.
DEL RÍO, HIDALGO y MARCO: Legislación de Correos. Servicio interior e internacio-

nal para ingreso en el Cuerpo auxiliar. 2." edición. Ed. Reus, Madrid, 1941.
EDITORIAL GARCÍA ENCISO : Policía y conservación de carreteras. Reglamento de Po-

licía y conservación de carreteras y caminos vecinales, aprobado por R. D. de 29
de octubre de 1930. Pamplona. 1941.

— Transportes por carretera. Reales Decretos de 22 de febrero y 21 de junio de 1929
y Reglamento de 22 do junio del mismo año. Madrid, 1941.

— Reglamentación de Transportes. Segunda edición. Madrid, 1942.
GÓNCORA : Legislación especial sobre transportes por carretera. Madrid, 1946.
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BORDILLO GARCÍA : Derecho aéreo, en «Nueva Enciclopedia jurídica Seix». Barce-
lona, 1950.

LÓPEZ TORRES : Repercusiones regístrales de la nueva ordenación ferroviaria, en
«R. C. D. I.», 1944, págs. 25 a 33.

VAVARRI) DOMINCO : Dos conferencias sobre policía de los puertos. Ministerio de Ma
riña, Madrid, 1948.

PELLICO PÉRKZ : Transportes por carretera. Ley de 24 de enero de 1941. Ed. Dos-
sat, Madrid, 1941.

ÜOLDAU : Sobre la nueva ordenación de los transportes por carretera en España,
en «Rev. Der. Mere», vol IX, págs. 279 a 290.

10.—Defenia Nacional.

EDITORIAL HERNANDO : Ordenanzas del Ejército armonizadas con legislación vigente.
15 edición, 1943.

GONZÁLEZ: Prácticas de contabilidad interior del Ejército. Madrid, 1943.
IZQUIERDO Y MUR : Reglamento provisional para el detall y régimen interior de loa

Cuerpos del Ejército. Madrid, 1943.
LINO LACE : La intervención de un Servicio del Ejército. Diana. Artes Gráfica». Ma-

drid, 1942.
MARTÍNEZ CANTARRANA: Servicios de Intendencia. Imp. Xilográfica. Avila, 1941.
SAN MARTÍN LOSADA : Guía económico-administrativa militar. Madrid, 1945.

VI.- -REVISTAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO

Boletín del Colegio Nacional de Secretarios, interventores y Depositarios de Admi
nistración Local. (Mensual.) Núm. 1, enero 1945; núm. 72, diciembre 1950.

Revista de Administración Pública. (Cuatrimestral.) Núm. 1, enero-abril 1950; nú-
mero 3, septiembre-diciembre 1950.

Revista de Estudios de la Vida Local. (Bimensual.) Núm. 1, enero-febrero 1942;
núm. 54, noviembre-diciembre 1950.

Revista Moderna de Administración Local. (Mensual.) Núm. 476, diciembre 1950.

Jesús GONZÁLEZ PÉREZ.
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